
















































De este modo, los hechos que declara probados la Sentencia recurrida 
Probado y así se declara, conforme al veredicto emitido 

por el Jurado que: El acusado       Luis Miguel       , que en aquel momento 
contaba con una edad de 23 años, el día 5 de Julio de 2016, sobre las 2,15 
horas, se dirigió a la vivienda de          Esther         , sita en la                      Calle                     
, al haber advertido que ella se encontraba dentro de la casa sin haberse 
acostado aún. Esther , que tenía 42 años, estaba sola en casa, pues se había 
divorciado y sus hijos menores se encontraban pasando la quincena 
vacacional con su padre, tal como correspondía a los acuerdos del 
divorcio. Una vez en la casa de Esther , el acusado consiguió que esta lo 
acompañara hasta la vivienda propiedad de la familia de aquel, sita en la                 
Calle                 , a unos 80 metros de distancia, y que el acusado visitaba 
esporádicamente. Para ello, el acusado utilizó la excusa de devolverle una 
cuna que ella le había prestado para que la usara una pareja de amigos de 
aquel, que lo visitaron el año anterior, acompañados de una niña de corta 
edad. Esther  salió de su casa con la finalidad de recoger la cuna y volver 
inmediatamente a su domicilio, por lo que dejó una lámpara encendida en 
el salón, la luz de la cocina y la televisión de esta misma estancia 
encendidas y dejó también su móvil, el bolso y las llaves, utilizando para 
cerrar la puerta de la casa unas llaves que habitualmente empleaba su hijo 
menor cuando estaba con ella y que estaban depositadas en un mueble junto 
a la entrada. Ya en el interior de la vivienda de la familia del acusado, en 
la que estaban solos Esther  y aquel, este último, sin contar con el 
consentimiento de Esther  y con la intención de satisfacer sus deseos 
íntimos, la abordó sexualmente en forma no exactamente determinada 
llegando a eyacular dentro de ella. A continuación, con la finalidad de 
aumentar deliberada e inhumanamente el sufrimiento de Esther  el acusado 
le propinó diversos golpes que le causaron las siguientes lesiones: 
traumatismo facial con fractura de varios dientes superiores y 
arrancamiento del incisivo central izquierdo; fractura del hueso nasal 
derecho; y fracturas en ambos rebordes inferiores de las órbitas de los ojos, 
con estallido del suelo de la órbita; así como un traumatismo costal con 
fracturas de dos áreas (de la 2ª a 5ª costillas del lado izquierdo y la 9ª del 
lado derecho). El conjunto de tales golpes y lesiones consiguientes 
provocaron padecimientos innecesarios en orden a la consecución del 
resultado letal sumamente dolorosos para Esther . A consecuencia de estos 
golpes y lesiones, unidas a la utilización de un mecanismo de producción 
no exactamente determinado, presumiblemente asfíctico, el acusado causó 
intencionada y deliberadamente la muerte de Esther  con finalidad de 
ocultar su acción delictiva. El acusado, no solo se aprovechó de su fortaleza 
física, sino que despreció la condición de mujer de Esther  llevando a cabo 
su comportamiento en la creencia de que, en tanto hombre, ostentaba una 
posición de superioridad frente a Esther  por su naturaleza de mujer, que 



le permitía someter a esta a su voluntad. Una vez causada la muerte de 
Esther , el acusado cargó su cuerpo en un vehículo de su propiedad y lo 
transportó hasta la       finca       de su propiedad, sita en el término municipal 
de Monesterio. En dicho inmueble, en hora no determinada, en la mañana 
del día 5 de Julio de 2016, el acusado enterró a Esther  totalmente desnuda, 
envuelta en una sábana y un albornoz, atada con cuerdas y con una bolsa 
en la cabeza. El cuerpo de Esther  permaneció allí hasta el día 18 de 
septiembre de 2020 en que sus restos fueron desenterrados por agentes del 
Equipo Central de Inspección Ocular de la UCO de la Guardia Civil, en 
presencia del acusado, su abogado, el Fiscal, el Médico Forense y del resto 
de la comisión judicial del Juzgado de Instrucción núm. 1 de los de Zafra. 
El acusado, manteniendo el cuerpo de Esther  enterrado en la      finca     , 
en el marco de la investigación de la que hasta ese momento era por la 
desaparición de Esther , fue oído en sendas declaraciones policiales, en 
calidad de testigo (17/05/2017 y 08/05/2019), no reconociendo lo ocurrido 
en ninguna de ellas, entorpeciendo la investigación al generar dudas en 
torno a donde se encontraba en la madrugada de la muerte violenta de 
Esther , o incluso realizando modificaciones externas en el vehículo donde 
trasladó su cadáver, en fechas posteriores a los hechos, para así cambiar 
su apariencia (limpiándolo, tintando las ventanillas de las puertas de la 
luna trasera, o cambiando el color de las cuatro llantas de gris claro 
original al negro), y ello apenas treinta días después de que los 
investigadores hubieran interactuado con él. Igualmente, facilitó a los 
investigadores claves erróneas en las credenciales de acceso a sus cuentas 
de usurario de correo electrónico, con la intención de dilatar la extracción 
del contenido del terminal utilizado en las fechas coetáneas a los hechos. A 
consecuencia de la versión sostenida por el acusado, los investigadores no 
buscaron el cuerpo de Esther  ni en la casa ni en la finca de aquel. 
Finalmente, el acusado, al cabo de varios años confesó el lugar en el que 
había inhumado el cadáver de Esther . El acusado se encuentra en situación 
de prisión provisional comunicada y sin opción a fianza desde el día 20 de 
septiembre del 2020. Esther  tenía dos hijos,   A.   y         S.          ; dos 
padres      E. C. R.       y                V.                  y cuatro hermanos:   E.  ,        
M        ,      F. J.       y         J. C. C. V.         . El acusado ha vendido parte 
de su patrimonio y consignado y puesto a disposición del Juzgado la 
cantidad de 75000 euros a resultas de las posibles responsabilidades civiles 
que pudieran adeudarse. La consignación de dicha suma se produjo tras 
haber sido requerido el acusado mientras estaba en prisión para la 
prestación de fianza sin haber sido atendido dicho requerimiento y estando 
próximo el embargo de bienes de aquel para atender las responsabilidades 
civiles que pudiera adeudar Los familiares de Esther  han sufrido los 
siguientes daños psíquicos: -     E. C. R.      : trastorno depresivo mayor, 
como daño moral, con 5 años de evolución, cronificado, adquiriendo la 



categoría de lesión psíquica (secuela) habiendo fallecido el día 26/08/2023. 
-           V. M. V. V.            : trastorno ansioso-depresivo, adquiriendo la 
categoría de secuela el trastorno adaptativo mixto (duelo complejo) y el 
trastorno de estrés postraumático diagnosticados. -       E. C. V.        : 
trastorno por estrés postraumático y, además, un trastorno de duelo 
complejo persistente, equivalente a un trastorno de adaptación de tipo 
mixto (ansioso depresivo), con 5 años de evolución como factor de 
cronicidad, lo que elevan a la categoría de secuela, tanto el trastorno 
adaptativo mixto, como el trastorno de estrés postraumático 
diagnosticados  

 
 Pues bien, en contra del criterio que mantiene la parte apelante, la 

referida declaración de hechos probados (que indefectiblemente conducen 
a un Fallo Condenatorio) es la que resulta de una apreciación probatoria 
racionalmente lógica y, especialmente, de los hechos probados objeto del 
veredicto apreciados por el colegio de jurados. No se comparte la tesis 
relativa a que el colegio de jurados alcanzara primero la convicción de 
culpabilidad y después buscara los indicios para sostener ese veredicto, 
porque, ni los hechos justiciables ni los hechos objeto del veredicto (tal y 
como fueron redactados por el Magistrado-Presidente del Tribunal y 
entregados al Jurado) denotan esa exégesis inversa, que insistimos- la parte 
apelante no justifica con argumentos admisibles. En segundo lugar, el 
acusado,   Luis Miguel           , no resultó condenado en base a 
especulaciones, suposiciones, intuiciones o meras conjeturas. Sin perjuicio 
de que, a lo largo del desarrollo del examen del resto de los motivos del 
Recurso de Apelación, se descienda concreta y específicamente hasta los 
presupuestos de cada uno de los ilícitos criminales por los que ha sido 
condenado el acusado, así como a los de las circunstancias agravantes que 
han sido aplicadas, puede ahora anticiparse que los hechos base, o indicios, 
que conducen a la consecuencia incriminatoria del acusado han resultado 
debidamente probados y apreciados, tanto por el colegio de jurados, como 
por el Magistrado-Presidente del Tribunal del Jurado en su motivación 
complementaria inserta en los razonamientos jurídicos de la Sentencia; 
indicios cuya solidez no alberga la más mínima duda, advirtiéndose 
manifestaciones del acusado de descargo sobre las que no se pudo ni se supo 
ofrecer una explicación mínimamente razonable; de tal modo que esos 
indicios no autorizan otra explicación alternativa de la muerte de          Esther         
, posterior a un previo atentado contra su indemnidad e integridad sexual. 
Las pruebas practicadas en el Juicio (incluso las distintas declaraciones del 
acusado) evidencian el móvil de la muerte, que no es sino el sexual, como 
después se justificará con mayor detenimiento; conformándose, en 
definitiva, un acervo probatorio mediante el cual y a través de un juicio 
lógico de inferencia no puede alcanzarse otra consecuencia distinta de la 



establecida en los Hechos Probados de la Sentencia y en la declaración de 
hechos objeto del veredicto que declaró probados el colegio de jurados, sin 
otra alternativa lógica posible. 

 
 Consiguientemente, el motivo se desestima. 
 
 DECIMO QUINTO.- Motivo Cuarto del Recurso de Apelación.- 

Del delito de agresión sexual.- En el Cuarto de los motivos de la 
Impugnación deducida por el acusado se denuncia, al amparo de lo previsto 
en el artículo 846 bis c). e) de la LECrim, la infracción del principio de 
presunción de inocencia en lo relativo al delito de agresión sexual con 
eyaculación, al basarse el veredicto y la sentencia dictada en pruebas 
ilícitas para su estimación que conducen a su nulidad e imposibilidad de 
basar un veredicto y fallo en las mismas, con la consiguiente infracción del 
principio de presunción de inocencia. A tal efecto, la parte apelante invoca, 
entre otros extremos, los siguientes: que no existen pruebas de la comisión 
del delito de agresión sexual y que es irracional el proceso valorativo que 
ha llevado de las pruebas estimadas al veredicto recogido en la Sentencia: 
que ningún informe médico forense arroja la más mínima prueba física, ni 
siquiera indiciaria, de la existencia de una agresión sexual ni de 
eyaculación; que no existen pruebas de cargo válidas que desvirtúan la 
presunción de inocencia; que carece de valor probatorio el testimonio del 
Capitán y Sargento de la UCO con TIP S65964 y B00488U así como en las 
conclusiones probatorias sobre la valoración y credibilidad ofrecida a la 
declaración en juicio de ambos agentes en orden a considerar acreditado el 
tipo penal al que se condena de agresión sexual por violación, en relación 
con las manifestaciones espontáneas del acusado del día 18 de Septiembre 
de 2.020 en e
semen en el cadáver de Esther  era suyo porque habían mantenido relaciones 

levantada por la Letrada de la Administración de Justicia; que estas 
manifestaciones no tienen verdadero carácter de prueba si las mismas no 
son corroboradas por otros elementos objetivos que las acrediten, salvo 
reconocimiento expreso del propio investigado; que no existe ningún otro 
indicio que se pueda imputar al acusado; que la autoinculpación sin más del 
investigado en las dependencias policiales no es válida como medio de 
prueba, ya que requiere de una constatación objetiva posterior a esa 
declaración; que, a falta de tal prueba, la sentencia únicamente se basa en 
otro indicio para refutar los hechos imputados (violación con eyaculación) 
cual es el informe psicológico emitido y ratificado en juicio por el 
Comandante doctor en Psicología miembro de la Sección de Análisis del 
Comportamiento Delictivo de la Policía Judicial de Madrid, que sería una 
mera presunción de carácter psicológica; y, como conclusión, se añade que, 



de admitirse tan liviano indicio probatorio con entidad suficiente para 
imputar y considerar acreditada una agresión sexual previa a la comisión de 
un delito contra la vida, que conduce al tipo hiperagravado, supondría, 
indiciariamente, que cualquier hombre o mujer con prácticas y gustos 
sádicos sexuales y consumidor de pornografía, de causar la muerte a otro 
de distinto sexo u orientación sexual, sin testigos ni evidencia de su modo 

a 
de su pena por pertenecer exclusivamente a ese colectivo, siendo por ello y 
solo por ello, imputado de una agresión sexual previa por el mero hecho de 
concurrir esa cualidad, agravante que, por lógica aplicación de nuestro 
sistema penal, además de inexistente, estaría prohibida. 

 
 Pues bien, ante tales consideraciones puestas de manifiesto por  la 

parte acusada apelante en esta sede recursiva, convendría recalar en los 
medios de prueba que se han practicado en este Proceso y que permiten 
establecer, con todas las garantías para el acusado (es decir, sin 
comprometer su derecho fundamental a la presunción de inocencia artículo 
24.2 de la Constitución Española-), los hechos base que, mediante un juicio 
racionalmente lógico de inferencia, conducen indefectiblemente a la autoría 
del acusado en los dos ilícitos criminales por los que ha sido condenado en 
la Sentencia dictada por el Magistrado-Presidente del Tribunal del Jurado 
conforme al veredicto del colegio de jurados, de agresión sexual (violación) 
seguida de asesinato. Estos medios de prueba son los siguientes: la 
diligencia de reconstrucción de los hechos que se reprodujo en el plenario 
durante una hora y cincuenta y cinco minutos, las declaraciones del 
acusado,   Luis Miguel           , tanto las emitidas en el curso de la 
investigación policial y judicial como en el acto del juicio oral donde, 
acogiéndose a su legítimo derecho de defensa, solo contestó a las preguntas 
de su Abogado- (destacando las profundas contradicciones en las que 
incurrió), las declaraciones de los familiares de la víctima (hijo, ex cónyuge 

en su propio nombre y en el de la hija menor de edad- madre y hermanos), 
declaraciones -estas últimas- de menor intensidad probatoria a los fines de 
determinar la forma, causa y modo en la que se desarrollaron los hechos 
finalmente imputados al acusado, las declaraciones de Doña     M.                   , 
Doña       H.        Avís, Don          B          , Don          C.         , Doña   N.   y 
Doña   G.                   y de Don    M                       . No declaró en el plenario 
Doña            T             (de singular relevancia a los efectos que posteriormente 
se significarán), por cuanto no compareció al acto por motivos médicos (si 
bien se intentó infructuosamente su declaración mediante vídeo llamada), 
renunciando a la práctica de dicha prueba la acusación particular que la 
propuso, estando todas las partes de acuerdo con dicha renuncia, incluida la 
defensa del acusado, por lo que no existe inconveniente alguno para que 
esta prueba se valore conforme a las declaraciones emitidas en la fase de 



instrucción. Asimismo, intervinieron en la causa y en el plenario, el agente 
de la Guardia Civil que se personó en primer lugar en la vivienda de          
Esther         , los agentes de la Guardia Civil que realizaron la primera 
inspección ocular de esta vivienda, el capitán y el sargento de la Unidad de 
Homicidios, Secuestros y Extorsiones de la Unidad Central Operativa 
(UCO) de la Guardia Civil, junto con las Informes y Atestados emitidos por 
dicha Unidad, los agentes de la Guardia Civil que tomaron muestras 
biológicas para perfiles de ADN, los agentes de la Guardia Civil 
especialistas en escena del crimen, en la exhumación de los restos óseos y 
características del lugar del enterramiento, los agentes de la Guardia Civil 
que inspeccionaron los vehículos del acusado, los agentes de la Guardia 
Civil que realizaron los volcados de los teléfonos móviles y sobre resultados 
de repositorios remotos, los agentes de la Guardia Civil sobre la 
geolocalización y geoposicionamiento del acusado y de sus vehículos, el 
agente de la guardia civil sargento de la UCO sobre los datos del terminal 
móvil del acusado en relación con las dos cuentas de correo en los 
servidores de Hotmail (bloqueada por facilitar una contraseña falsa o 
errónea) y de Gmail (esta última se facilitó con dirección incompleta por el 
acusado), los agentes de la Guardia Civil del Seprona (Servicio de 
Protección de la Naturaleza) sobre la visibilidad y posible deslumbramiento 
en el orto solar en el momento en el que el acusado dijo transportar el 
cadáver de la víctima en la pala de un tractor y según dijo- se cayó de la 
pala, los técnicos del Instituto Geográfico Nacional, Doña          M. I.           y 
Don          M. V. P. de V.         , sobre el momento y hora del orto solar, las 
declaraciones de notable y notoria importancia del capitán (hoy 
comandante) y sargento de la Guardia Civil Sección de Análisis del 
Comportamiento Delictivo (SACD), las declaraciones de Don             E. C. 
F. B.              y Don      J. B. M.     , sobre contra-informe del anterior 
respecto al perfil psicológico del acusado, la declaración del administrador 
de Distribuidora Eléctrica de Monesterio, el Informe Antropológico y 
Aclaraciones a dicho Informe de Don         M. C. B. L.          y Don           S. 
A. F. M.          , el Informe Pericial y Aclaraciones sobre los restos óseos 
realizados por Don         M. R. H.          y Doña      C. de la R. M.     , el 
Informe Pericial Médico Forense de los médicos forenses adscritos al 
Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses de Badajoz, Don      F. S. 
U.      , Doña       M. J. M. Z.        y Doña         L. R. G.        , y la Pericial de 
las facultativas del Servicio de Criminalística del Instituto Nacional de 
Toxicología y Ciencias Forenses, con números de identificación 4.055 
(criminalística), 69.652 (criminalística) y 78.729 (ciencias biológicas). 

 
 En relación con el delito de agresión sexual, el colegio de jurados 

alcanzó el siguiente veredicto: 1) en el interior de la vivienda de la familia 
del acusado, en la que estaban solo Esther  y aquél, éste último, sin contar 



con el consentimiento de Esther  y con la intención de satisfacer sus deseos 
íntimos, la abordó en forma no exactamente determinada (unanimidad), 2) 
que llegó a eyacular dentro de ella (unanimidad), 3) que los hechos descritos 
fueron ejecutados en grado de consumación (unanimidad), 4) que los 
hechos descritos fueron ejecutados por el acusado   Luis Miguel            
(unanimidad), 5) el acusado Luis Mi es culpable de haber agredido 
sexualmente a          Esther          (unanimidad) y 6) que los hechos descritos 
son constitutivos de un delito de agresión sexual. Las respuestas dadas por 
el colegio de jurados a las referías cuestiones, objeto del veredicto, fueron 
motivadas, y esa motivación fue debidamente justificada, complementada 
y completada por el Magistrado-Presidente del Tribunal del Jurado en los 
Fundamentos de Derecho de la Sentencia recurrida.  

 
 DECIMO SEXTO.- Conforme a las consideraciones expuestas 

en el Fundamento de Derecho anterior, no cabe duda de que no existe 
prueba directa de la comisión del delito de agresión sexual con penetración 
y eyaculación perpetrado por el acusado,   Luis Miguel           , en la persona 
de la víctima,          Esther         , ni se han encontrado restos biológicos de 
semen del acusado en los lugares donde estuvo la víctima, tanto cuando 

de su enterramiento. Sin embargo, sí existen indicios sólidos y prueba 
referencial que permiten determinar que el ataque contra la integridad e 
indemnidad sexual contra la víctima,          Esther         , se produjo en la 
realidad, de forma violenta y sin ningún tipo de consentimiento, sino, antes 
al contrario, con su abierta oposición. Interesa significar, en este sentido y 
además, que el Tribunal Supremo, Penal, Sección 1, en la Sentencia 
418/2.020, de 21 de julio de 2020 (Resolución a la que se hará referencia 
con mayor detenimiento cuando se examine el motivo Séptimo del Recurso 
de Apelación), ha reconocido la antijuricidad de la acción y su incardinación 
en el ámbito del artículo 140.2 del Código Penal, al delito de agresión sexual 

Conviene primeramente hacer 
notar -en ello insiste la acusación particular al impugnar el recurso- que 
la sentencia no achaca al recurrente una agresión sexual consumada, sino 
sólo en grado de tentativa. Con ello se desmorona buena parte de los 
argumentos en que de forma infructuosa emplea el recurrente. Carece por 
ello de trascendencia el resultado negativo de los informes forenses y del 
Servicio de Biología de la Guardia Civil sobre restos reveladores de un 
acto sexual -motivo duodécimo-. No hay desarmonía alguna entre ese dato 
y los hechos que se dan como probados, tentativa de agresión sexual. 

El delito de agresión sexual exige el empleo de violencia o intimidación 
con finalidad de lesión de la libertad sexual. El primer tramo objetivo del 
delito está indudablemente acreditado: exhibición del arma, empleo de 
fuerza. Hay, por tanto, un inicio de ejecución capaz de integrar la tentativa 



Lo que cuestiona el recurrente es la presencia de propósito sexual: no 
habría prueba suficiente para alcanzar tal conclusión  

 
 En primer término y con una condición incluso superior a la de 

acusado, introducidas en el Juicio Oral como testimonio referencial y, por 
tanto -tal y como ha establecido expresamente el Tribunal Supremo en la 
Doctrina Jurisprudencial que se expondrá en el Fundamento Jurídico que 
sigue al presente- como prueba de cargo válida, admisible, garantista y 
legalmente obtenida. Nos referimos a la manifestación espontánea realizada 
por el acusado a agentes de la Unidad Central Operativa de la Guardia Civil 
en la diligencia de reconocimiento o de inspección de la casa cortijo el día 
18 de Septiembre de 2.020, cuando aparecieron unos restos biológicos por 
la actuación de perros de la unidad canina (foco de olor), y con luz forense 
se observaron unas manchas y salpicaduras que podían ser de sangre, 
momento en el que el acusado,   Luis Miguel           , se encontraba presente, 
y sorpresivamente manifestó que el cuerpo de la víctima había pasado por 
allí, cambiando la versión que había dado en la primera declaración policial. 
Fueron llamados los agentes de inspecciones oculares y en ese momento se 
paralizó la inspección. El acusado, custodiado, cara a cara con los agentes 
los llamó, en concreto al capitán, y le dijo que quería hablar reservadamente 
con ellos en tono muy nervioso, diciendo incluso que le daba vergüenza, 
momento en el que, sin ser interrogado por los agentes, les manifestó que si 
aparecían restos de semen en el cuerpo de   M.    eran suyos porque había 
tenido la noche antes relaciones sexuales consentidas; queriéndose 
adelantar a ese posible hallazgo y por miedo. Se trata, pues, de otro cambio 
de versión del acusado. El hecho de que esta manifestación la hiciera 
reservadamente a los agentes de la Guardia Civil es lo que explica que esta 
manifestación no fuera recogida en acta por la Letrada de la Administración 
de Justicia, porque no la oyó ni en ese momento estaba presente junto al 
acusado. Esta manifestación libre y espontánea, de singular relevancia 
(introducida en el plenario con todas las condiciones que exige la 
Jurisprudencia del Tribunal Supremo a la que, a continuación, nos 
referiremos), se conforma como prueba de cargo, que acredita no solo el 
móvil sexual, sino que el acusado, sin el consentimiento de la víctima y de 
forma violenta, agredió sexualmente a         M. C. V.         con penetración 
y eyaculación. 

 
 Otros factores periféricos, que corroboran y coadyuvan a 

considerar acreditada la participación del acusado en el delito de agresión 
sexual son, en primer término, la determinación del móvil de la muerte de         
M. C. V.        , que se ha determinado que fue el sexual, por inverosimilitud 
de que pudiera haber sido otro. Destacan, en este sentido, los Informes 



emitidos por la Sección de Análisis del Comportamiento Delictivo (SACD) 
de la Guardia Civil, que no depende de la UCO. Crearon un primer perfil 
sobre los rasgos más probables del agresor: persona conocida de Esther , 
vinculada a Monesterio, con domicilio cercano al de la víctima, que pudo 
cometer los hechos por venganza o por cuestiones sentimentales/sexuales; 
perfil inicial que ya encajaba con el del acusado. Se descartaron la muerte 
natural (ni siquiera el acusado, en su versión de los hechos, hizo referencia 
a esta posibilidad), la muerte accidental (no era posible físicamente la causa 
de la muerte en la forma que indicó el acusado por tropiezo y caída hacia 
atrás con motivo del movimiento de una cuna en una habitación de la 
vivienda en la                 Calle                 ), la muerte por suicidio o por 
autolisis (no era compatible con el carácter de Esther ), la muerte por 
desaparición voluntaria, ni por homicidio sin sentido, ni por ánimo de lucro, 
ni por venganza (su ex marido se descartó en la investigación, con quien 
Esther  solo mantenía algunas diferencias a causa del juicio que se seguía 
por la liquidación del régimen económico matrimonial; y además los hijos 
del matrimonio se encontraban con él como consecuencia de los acuerdos 
del divorcio en la fecha y momento de los hechos); no existía móvil 
sentimental (no se le conocía relación sentimental alguna a Esther  en ese 
momento) y solo quedaba el móvil sexual, que luego encajó, incluso, con la 
causa que esgrimió el acusado para que Esther , a las 2.15 horas de la 
madrugada del día 5 de Julio de 2.016, se desplazara a su vivienda, en la 
misma                 Calle                , a unos 100 metros de distancia de la suya 
(                 Calle                 ) para hacerle entrega de una cuna que le había 
prestado.   Luis Miguel            no quiso colaborar con la policía judicial para 
que fuera entrevistado al objeto de confirmar, contravenir, controvertir o 
desmentir lo que habían determinado los agentes especialistas en psicología 
aplicada a la criminología, ni tampoco quisieron colaborar sus familiares, 
que es lo que los peritos psicólogos propuestos por la defensa del acusado 
achacan a este Informe Pericial para desvirtuar su valor, cuando estos 
peritos propuestos por la Defensa no realizaron un perfil del acusado previo 
examen del mismo y de sus familiares cuando éstos sí se encontraban en 
plena disposición de haberlo efectuado. Los Agentes de la SADC, después 
de examinar el material pornográfico y de contactos con prostitutas volcado 
desde el terminal móvil Iphone 7 del acusado, con prácticas sexuales 
extremadamente violentas y vejatorias hacia la mujer, alcanzaron un 
diagnóstico de sadismo sexual, es decir, de trastorno o parafilia de sadismo 
sexual, que se advierte cuando el agente busca en la víctima la reacción de 
dolor y de miedo; lo que hace compatible este diagnóstico con el móvil del 
crimen, tanto de la agresión sexual, violenta, como del posterior asesinato. 

 
 Y, en segundo lugar, la desnudez del cadáver, que se conforma 

como un claro indicador sexual. El acusado manejó distintas versiones 



sobre el lugar donde desnudó al cadáver de          Esther         : primero en 
su propia vivienda en la         calle          y después en la caseta del cortijo 

mantenido). En cualquier caso, el acusado siempre reconoció que desvistió 
al cadáver, tanto de la ropa de calle o de casa que llevaba (camiseta, 
pantalón corto y chanclas), como de la ropa interior (bragas y sujetador), y 
no ha explicado de forma que pudiera considerarse entendiblemente 
satisfactoria la razón por la cual hubo de desvestir a la víctima si la muerte 

como sostiene- fue accidental al mover la cuna en la habitación. Indicó 
que lo hizo para que, una vez inhumado el cadáver, los animales no 
descubrieran y movieran la ropa; mas esta manifestación no puede 
sostenerse si el acusado envolvió el cadáver con una sábana y un albornoz 
y colocó una bolsa sobre su cabeza atando el cadáver con cuerdas y 
cordones, por cuanto que esa ropa también podría ser descubierta y 
exteriorizada por animales. Se trata, pues, de una explicación carente de 
toda credibilidad y refuerza, si cabe con mayor énfasis, la realidad del 
ataque contra la indemnidad sexual de          Esther         , acorde con su 
perfil de sadismo sexual, violento, que perpetró con absoluto desprecio a la 
libertad de Esther , para culminar con el asesinato de la víctima después de 
la consumación de actos tan execrables con el objeto de satisfacer sus 
deseos sexuales extremos. 

 
   Y, finalmente, ha de destacarse el escenario creado por el acusado, 

convenciendo a la víctima para que, sin ningún motivo objetivamente 
verosímil y a altas horas de la madrugada, la convenciera para que se 
desplazara a su domicilio, cerrado, sin posibilidades de poder abandonarlo 
y sin que pudiera ser advertida su presencia por otras personas; situación 
que, en una valoración lógica y racional no tiene otra finalidad que la de 
atentar contra su libertad sexual.  

 
 DECIMO SEPTIMO.- Las consideraciones expuestas en el 

Fundamento de Derecho anterior en relación con las manifestaciones 
espontáneas expresadas voluntariamente por el acusado,   Luis Miguel           , 
a los agentes de la Guarda Civil, en las condiciones indicadas, como prueba 
de cargo exteriorizada en el plenario mediante testimonio referencial, se 
encuentra avalada por la Jurisprudencia del Tribunal Supremo, establecida 
en un sólido cuerpo Doctrinal que no presenta ningún tipo de quiebra ni 
fisura. 

 
 En este sentido, el Tribunal Supremo (Sala de lo Penal, Sección 

1ª), en la Sentencia número 721/2.014, de 15 de Octubre, establece: Como 
ya ha apreciado esta Sala en un caso similar (STS núm. 229/2014, de 25 de 
marzo ), es claro que no pueden ser calificadas estas manifestaciones 



efectuadas en las dependencias policiales en respuesta a un interrogatorio 
sobre los hechos presuntamente delictivos, como declaraciones 
espontáneas que pueden ser válidamente consideradas como prueba de 
cargo si se reproducen en el acto del juicio oral a través de un testimonio 
referencial. No es espontáneo lo que se manifiesta en respuesta a unas 
preguntas específicas sobre los hechos objeto de investigación, realizadas 
por los agentes policiales responsables de la misma, en las propias 
dependencias policiales y después de haber sido conducido el sospechoso 
a dichas dependencias por los agentes actuantes. No se trata en este 
supuesto de una comparecencia voluntaria ante los agentes, ni de una 
manifestación que se produce espontáneamente, sin interrogatorio alguno, 
cuando los agentes policiales se dirigen a un sospechoso en el lugar donde 
es sorprendido, inmediato al lugar del delito, o de una declaración no 
provocada seguida de la aportación de un dato fáctico esencial 
desconocido por la fuerza, que se comprueba seguidamente como válido, 
como por ejemplo cuando el sospechoso manifiesta espontáneamente que 
ha cometido un crimen y que ha arrojado el arma en un lugar próximo, 
donde el arma es efectivamente encontrada. Este tipo de manifestaciones, 
efectivamente espontáneas y no provocadas mediante un interrogatorio 
más o menos formal de las fuerzas policiales, son las que admite esta Sala 
que se valoren probatoriamente si se constata que fueron efectuadas 
respetando todas las formalidades y garantías que el ordenamiento 
procesal y la Constitución establecen, de forma absolutamente voluntaria 
y espontánea, sin coacción alguna, y que se introducen debidamente en 
el juicio oral mediante declaración, sometida a contradicción, de los 
agentes que la presenciaron (pero en ningún caso la provocaron)  

 
 En la Sentencia del Tribunal Supremo (Sala de lo Penal, Sección 

1ª), número 197/2.021, de 4 Se ha concedido valor 
a las declaraciones espontáneas prestadas por el detenido antes de ser 
asistido de letrado si concurren ciertas condiciones ( SSTS de 7 de febrero 
de 1996 (RJ 1996, 804) , 2 de noviembre de 1996, de 7 de febrero de 2000 
(RJ 2000, 729) , de 21 de enero de 2001, de 5 de noviembre de 2008 (RJ 
2009, 555) , 844/2007, de 31 de octubre, 7 de febrero de 2000) ó 644/2014 
de 7 de octubre (RJ 2014, 4727) ). La STS 637/2014, de 13 de marzo 
matizará que no es legítima una indagación antes de la información de 
derechos o cuando ya se ha ejercido el derecho a no declarar. Solo cuando 
no son inducidas por los funcionarios policiales pueden adquirir valor 
probatorio: "Este tipo de manifestaciones, efectivamente espontáneas y no 
provocadas mediante un interrogatorio más o menos formal de las fuerzas 
policiales, son las que admite esta Sala que se valoren probatoriamente si 
se constata que fueron efectuadas respetando todas las formalidades y 
garantías que el ordenamiento procesal y la Constitución establecen, de 



forma absolutamente voluntaria y espontánea, sin coacción alguna". (ATS 
117/2014, de 26 de junio). Las SSTS 365/2013, de 20 de marzo (RJ 2013, 
8070) , 229/2014, de 25 de marzo (RJ 2014, 2034) , 534/2014, de 27 de 
junio (RJ 2014, 3987) y 721/2014, de 15 de octubre (RJ 2014, 5368) 
expresan en igual sentido que "cuando los agentes policiales se dirigen a 
un sospechoso en el lugar donde es sorprendido, inmediato al lugar del 
delito, o de una declaración no provocada seguida de la aportación de un 
dato fáctico esencial desconocido por la fuerza, que se comprueba 
seguidamente como válido, como por ejemplo cuando el sospechoso 
manifiesta espontáneamente que ha cometido un crimen y que ha arrojado 
el arma en un lugar próximo, donde el arma es efectivamente encontrada. 
Este tipo de manifestaciones, efectivamente espontáneas y no provocadas 
mediante un interrogatorio más o menos formal de las fuerzas policiales, 
son las que admite esta Sala que se valoren como pruebas si se constata 
que fueron efectuadas respetando todas las formalidades y garantías que 
el ordenamiento procesal y la Constitución establecen, de forma 
absolutamente voluntaria y espontánea, sin coacción alguna, y que se 
introducen debidamente en el juicio oral mediante declaración, sometida a 
contradicción, de los agentes que la presenciaron (pero en ningún caso la 
provocaron)". La STS 229/2014, de 25 de marzo (RJ 2014, 2034) expone 
así la doctrina vigente sobre esta cuestión: "La Sala sentenciadora 
considera que las declaraciones espontáneas de un detenido ante los 
funcionarios policiales, bien en dependencias policiales, bien en sus 
traslados, han sido consideradas aptas para enervar la presunción de 
inocencia cuando fueron efectuadas con observancia de las formalidades 
y garantías que el ordenamiento procesal y la Constitución establecen, y 
que además fueron objeto de reproducción en el juicio oral de forma que 
la defensa pudo ejercitar su facultad de contradicción sobre las mismas 
constituyendo un elemento más de juicio que el Tribunal pudo ponderar 
en conciencia, en relación con los restantes medios de prueba en el 
ejercicio de la facultad de valoración de la misma que a la jurisdicción 
ordinaria corresponde. El problema planteado en el caso actual consiste 
precisamente en determinar si las declaraciones realizadas por el acusado 
en presencia policial antes de su declaración formal con asistencia de 
abogado, pueden ser consideradas, conforme a nuestra doctrina 
jurisprudencial, "manifestaciones espontáneas" válidas como prueba de 
cargo en su contra. Y la respuesta tiene que ser manifiestamente negativa. 
En el caso actual no nos encontramos ante una manifestación espontánea, 
sino ante un interrogatorio sin abogado. El acusado estaba siendo objeto 
de investigación por un hecho determinado, precisamente el robo objeto de 
este procedimiento. La Guardia Civil actuante fue a buscarlo al Centro de 
Rehabilitación para Drogadictos en el que se encontraba internado, y lo 
condujo al Cuartelillo. Ya en las dependencias policiales se inició un 



interrogatorio preliminar, sin abogado pues todavía no existía una 
imputación formal de carácter policial contra el recurrente, en el que se le 
preguntó específicamente sobre el día del robo, y concretamente sobre que 
había hecho en ese día. Fue en ese momento cuando el hoy recurrente, 
toxicómano que estaba siendo interrogado sin asistencia letrada en las 
condiciones propias de unas dependencias policiales, al parecer se echó a 
llorar y manifestó haber participado en el robo objeto de enjuiciamiento. 
Seguidamente la fuerza policial le informó de sus derechos, y llamó al 
abogado, reiterándose posteriormente la declaración, ya en presencia del 
Letrado designado. Es claro que no pueden ser calificadas estas 
manifestaciones como declaraciones espontáneas que pueden ser 
válidamente consideradas como prueba de cargo si se reproducen en el 
acto del juicio oral a través de un testimonio referencial. No es espontáneo 
lo que se manifiesta en respuesta a unas preguntas específicas sobre los 
hechos objeto de investigación, realizadas por los agentes policiales 
responsables de la misma, en las propias dependencias policiales y después 
de haber sido conducido el sospechoso a dichas dependencias por los 
agentes actuantes. No se trata en este supuesto de una comparecencia 
voluntaria ante los agentes, ni de una manifestación que se produce 
espontáneamente, sin interrogatorio alguno, cuando los agentes policiales 
se dirigen a un sospechoso en el lugar donde es sorprendido, inmediato al 
lugar del delito, o de una declaración no provocada seguida de la 
aportación de un dato fáctico esencial desconocido por la fuerza, que se 
comprueba seguidamente como válido, como por ejemplo cuando el 
sospechoso manifiesta espontáneamente que ha cometido un crimen y que 
ha arrojado el arma en un lugar próximo, donde el arma es efectivamente 
encontrada. Este tipo de manifestaciones, efectivamente espontáneas y no 
provocadas mediante un interrogatorio más o menos formal de las fuerzas 
policiales, son las que admite esta Sala que se valoren probatoriamente si 
se constata que fueron efectuadas respetando todas las formalidades y 
garantías que el ordenamiento procesal y la Constitución establecen, de 
forma absolutamente voluntaria y espontánea, sin coacción alguna, y que 
se introducen debidamente en el juicio oral mediante declaración, 
sometida a contradicción, de los agentes que la presenciaron (pero en 
ningún caso la provocaron). Cuestión distinta es cuando las declaraciones 
se producen en un interrogatorio policial preliminar, en sede policial, y en 
respuesta a preguntas referidas específicamente al hecho delictivo 
investigado, como sucede en el caso actual. Constituiría un verdadero 
fraude procesal que, no constituyendo prueba de cargo la auto 
incriminación policial con asistencia de abogado, no ratificada en sede 
judicial, se admitiese como prueba de cargo válida la misma incriminación 
en un interrogatorio preliminar, sin abogado y sin previa información de 
derechos  



 Y, finalmente y, de forma aun más categórica, en la Sentencia del 
Tribunal Supremo (Penal Sección 1) de fecha 21 de Julio de 2.020, se 

Sobre las declaraciones espontáneas que 
imputados y testigos pueden aportar a los agentes policiales, fuera del 
escenario de una declaración oficial protocolizada, existe una amplia 
jurisprudencia relativamente consolidada. A ella se refiere el 
documentado y elaborado escrito de impugnación de la acusación 
particular. 

Una primera puntualización resulta obligada. De lo contrario, se corre 
el riesgo de tratar como similares supuestos netamente diferenciados. No 
nos movemos en el marco que analizaba el acuerdo del Pleno no 
jurisdiccional de esta Sala de 3 de junio de 2015 al que se refiere el 
recurrente. Este acuerdo, relacionado con el valor probatorio de la 
autoincriminación en la declaración oficial incorporada al atestado, no fue 
concebido para dar respuesta a las manifestaciones espontáneas u 
oficiosas. Respecto de éstas es otra la doctrina que hay que manejar para 
aclarar su virtualidad probatoria. 

Son muchos los precedentes. 
La STS 16/2014, 30 de enero -doctrina que reiterará la STS 597/2017, 

de 24 de julio-, con cita de las SSTS 1236/2011, 22 de 
noviembre y 878/2013, 3 de diciembre, diferencia entre las 
manifestaciones espontáneas de un sospechoso a terceros o ante los 
agentes policiales; y una declaración oficial efectuada en sede policial, 
con asistencia de Letrado y previa lectura de derechos. No existe 
inconveniente en admitir como medio probatorio el testimonio de 
referencia de los terceros o de los funcionarios policiales receptores de 
esos comentarios espontáneos, siempre que no sean inducidos. Se 
enfatiza, sin embargo, que en cualquier caso, se trata de un testimonio de 
referencia - auditio alieno- y así debe ser tratado en cuanto al contenido 
de la manifestación. No aporta fehaciencia en cuanto a la realidad o 
veracidad de lo manifestado, lo que es ajeno al conocimiento del testigo. 
Es directo - auditio propio- en cuanto al hecho en sí de haberse producido 
esa manifestación y de las circunstancias que la rodearon. 

Según explican las SSTS 418/2006, 12 de abril y 667/2008, 5 de 
noviembre, el derecho a no declarar del imputado no impide las 
declaraciones libres y espontáneas que quiera realizar. Lo prohibido es la 
indagación antes de la información de derechos o cuando ya se ha 
ejercido el derecho a guardar silencio, pero no la audición de 
manifestaciones del detenido. Las manifestaciones que fuera del atestado 
efectúa el detenido, voluntaria y espontáneamente, no pueden considerarse 
contrarias al ordenamiento jurídico (STS 25/2005, 21 de enero). Gozan, 



por tanto, de aptitud para ser valoradas y confluir con los fines de la 
justicia y, en definitiva, del interés social. 

Las SSTS 156/2000, 7 de julio y 844/2007, 31 de octubre, contemplan 
comentarios surgidos de forma espontánea y no provocada en 
dependencias policiales por quien ya ha sido detenido y antes de ser 
advertido de sus derechos: son aprovechables. No sería correcto -se 
apostilla- recogerlos por escrito en el atestado instruido para que los 
suscriba el detenido. Los instructores del atestado no pueden plasmar por 
escrito este tipo de declaraciones hechas sin la previa información de los 
derechos que asisten al detenido, «... pero si así se hiciera la ilegalidad 
consiguiente tendría carácter de ordinaria y por lo tanto la prueba habría 
de conceptuarse de irregular, de manera que no deberá afectar a las 
restantes diligencias practicadas con pleno respeto a las exigencias legales 
y constitucionales». 

Queda así rebatida la queja del recurrente de que la diligencia donde 
se hace constar esa incidencia no fue firmada por el acusado. En efecto, 
no se le conminó a firmar (folio 58) y al no hacerlo los agentes obraron con 
la corrección exigible. 

La STS 1266/2003, 2 de octubre, admite la validez probatoria de la 
confesión extrajudicial, siempre que acceda al juicio oral ( STS 13 mayo 
de 1984 y 1282/2000, 25 de septiembre), mediante la declaración de quien 
la oyó. Esa testifical de referencia deberá ser sometida a debate 
contradictorio, de forma que las partes puedan interrogar sobre ese 
extremo. Eso es lo sucedido aquí. 

También ha de ser traída a colación la STS 365/2013, 20 de marzo. Es, 
como muchas de las citadas, reseñada en el dictamen en casación de la 
acusación particular. Resume la doctrina jurisprudencial sobre el 
tratamiento de las manifestaciones espontáneas del detenido a los agentes 
policiales. Considera material probatorio utilizable esas declaraciones 
prestadas incluso antes de la asistencia letrada. 

La STS 1571/2000, 17 de octubre, es otro exponente de ese criterio. 
Admite la validez de las declaraciones prestadas en el acto del juicio oral 
por los agentes policiales que testimoniaron acerca de las manifestaciones 
espontáneas realizadas por el acusado tras su detención y una vez 
informado verbalmente de sus derechos («... no encontrarían nada en el 
registro de su vehículo porque la droga la traían los otros coimputados", 
lo que se comprobó posteriormente). 

Idéntica doctrina es reproducida, en cuanto a sus líneas generales, en 
las SSTS 112/2015, 10 de febrero y 667/2008, 5 de noviembre). 

La reciente sentencia 679/2019, 23 de enero de 2020, hace un recorrido 
por los pronunciamientos más destacados de esta Sala, algunos de los 
cuales ya han sido glosados supra. A su fundamentación jurídica, 
confirmatoria de la consolidada línea jurisprudencial que venimos 



exponiendo, nos remitimos. En la relación sistematizada de precedentes 
de esta Sala se incluye la STS 1030/2009 que, aunque se trata de un mero 
'obiter dicta' y no la causa decisiva de estimación del recurso, insinúa un 
criterio disidente : «...las manifestaciones realizadas de forma espontánea 
a agentes policiales por un imputado, ya detenido, no pueden ser valoradas 
como prueba de cargo si no son reiteradas ante la autoridad judicial en 
declaración prestada con todas las garantías ( SSTC 
51/1995  y 206/2003  , entre otras muchas). En primer lugar, porque la 
declaración del imputado, y con mayor razón si está detenido, sólo es 
válida, a cualquier efecto, si viene rodeada de las garantías que impone la 
Constitución y la ley: previa y adecuada información de sus derechos y 
asistencia letrada, previsiones orientadas a garantizar que la declaración 
se presta de forma voluntaria y libre. En segundo lugar, porque solamente 
ante el Juez es posible preconstituir prueba, lo que conduce a negar valor 
probatorio, propio y autónomo, a cuantas diligencias de declaración sean 
prestadas ante agentes de la autoridad, si luego no son ratificadas ante la 
autoridad judicial con todas las garantías exigibles». Pero nótese, que lo 
que no es valorable es la manifestación inicial; no su reiteración posterior. 

Por último, otros dos precedentes, como fiel reflejo de la importancia 
de los valores en juego, recuerdan la necesidad de obrar con prudencia. Se 
trata de la STS 655/2014, 7 de octubre, cuando advierte de la validez de 
esa prueba, sin perjuicio de ser cautos: «... nos encontramos ante 
manifestaciones espontáneas del acusado, que no ha ratificado a 
presencia judicial. Se trata de un material probatorio que ha de ser 
valorado con cautela, de manera que resulte inobjetable que se ha 
obtenido sin vulneración de los derechos del acusado». Y el ATS 637/2014, 
de 13 de marzo proclama la prohibición de toda indagación antes de la 
información de derechos o cuando ya se ha ejercido el derecho a no 
declarar; aunque no la audición de manifestaciones por los funcionarios 
policiales. 

Los agentes dieron cuenta en el juicio oral de esas manifestaciones, 
refirieron que no obedecían a un interrogatorio al hoy recurrente. Y así 
ha sido entendido por la sentencia. En materia de bases fácticas 
determinantes de la nulidad de una prueba, el respeto a la valoración 
probatoria en la instancia ha de ser el mismo que rige respecto de los 
hechos constitutivos de la infracción penal. 

Sin perjuicio de ello, como concluimos infra, incluso suprimidas esas 
iniciales manifestaciones del cuadro probatorio, éste no perdería su fuerza 
convictiva  

 
 El motivo se desestima. 
 



DECIMO OCTAVO. - Motivo Quinto del Recurso de 
Apelación.- Del delito de asesinato.- En el Quinto de los motivos del 
Recurso de Apelación, se esgrime, al amparo del artículo 846 bis c). e) de 
la LECrim, la infracción del artículo 5.4 de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial y 24.2 de la Constitución por quebrantamiento de las normas y 
garantías procesales por falta de motivación del objeto de veredicto; el 
motivo sostiene la más absoluta inexistencia de prueba que acredite cómo 
se produce la muerte que se imputa y por la que se condena. La parte 
acusada apelante centra este motivo de la Impugnación en la causa de la 
muerte de          Esther         , sobre la que vendría a aseverarse que los 
jurados no habrían motivado la forma de producirse el óbito y la razón por 
la cual se inclinaron por un determinado medio de prueba (el Informe 
emitido por D.                             ) en lugar de por otro (el Informe del 
Instituto Nacional de Toxicología y Ciencias Forenses). En esta sede 
recursiva, la parte apelante, entre otros extremos, ha manifestado lo 
siguientes: que no se contó con prueba directa y la indiciaria no merecía la 
consideración de tal al no haber sido acreditados los hechos base con el 
rigor y grado de certeza exigible, de ahí que los hechos declarados probados 
por el jurado no se sustentaran en pruebas o indicios sino en meras 
conjeturas; que, con independencia de que tal informe en el que se basa el 
veredicto, emitido por Don         M. C. B. L.         , está impugnado por no 
haber sido ratificado por su coautora, Doña          I. A. A.         , al analizar 
los informes en que se basa el Jurado y, por ende la Sentencia, para acreditar 
la muerte, se observa que si algo es destacable en los mismos es la total y 
absoluta falta de coincidencia en sus conclusiones relativas a las lesiones 
que observan y posible causa de la muerte; que, como elemental resumen 
de lo expuesto, una conclusión sería obvia: El Jurado no razona porqué se 
inclinan por la pericial del Profesor Don         M. C. B. L.          y la de los 
miembros del Instituto Nacional de Toxicología y Ciencias Forenses, de 
entre todas las existentes, para concluir con el mecanismo de producción de 
la muerte cuando ambos informes son diferentes en sus conclusiones, lo 
cual nos conduce a entender que no ha quedado acreditada la causa de la 
muerte y que esta se infiera por mera intuición o sospecha de lo que ocurrió; 

consecuencia de estos golpes unidos a la utilización de un mecanismo de 
producción no exactamente determinado, presumiblemente asfíctico, el 

términos de la propia sentencia recurrida; que ello conduce, evidentemente, 
a la nulidad del objeto del veredicto en tal sentido, pues no se expone, ni 
siquiera someramente, la causa o motivo que acabara con la vida de aquella 
persona; existe un deber de motivación (teniendo en cuenta las 



circunstancia que concurren en los Jurados) del veredicto emitido por los 
Jurados establecido en la Ley Orgánica del Tribunal del Jurado que exige 
que en el acta de la votación se recojan tanto los elementos de convicción 
tomados en consideración como una sucinta explicación de las razones por 
las que han declarado o rechazado declarar determinados hechos como 
probados; puntualizan los juzgadores que lo que la Ley quiere es que el 
Jurado diga qué información se considera de valor probatorio y por qué; Es 
necesario no sólo mencionar los medios de prueba sino también explicar, a 
su manera, por qué se aceptan unas declaraciones o pericias y se rechazan 
otras, y por qué se atribuye mayor credibilidad a unas pruebas que a otras; 
que al existir pruebas periciales médicas contrapuestas, fundamentales para 
acreditar hechos tan importantes como la/s lesión/es que causó la muerte o 
si por el contrario estamos en presencia solamente de lesionar, el acta del 
veredicto no recoge los elementos de convicción tenidos en consideración 

o explicar, ni siquiera esquemática y sucintamente por qué se ha inclinado 

formalidad prescindible, ni siquiera en supuestos de absolución, y que, por 
todo ello, se recurría el quebrantamiento de las normas y garantías 
procesales por falta de motivación y consecuente nulidad del veredicto y de 
la Sentencia. 

 
 DECIMO NOVENO.- Conforme al planteamiento expuesto en el 

Fundamento de Derecho anterior y, antes de abordar con el necesario 
detenimiento el sustrato sustantivo o material del motivo, conviene efectuar 
una necesaria referencia, tanto al objeto del veredicto, como a la motivación 
del veredicto; cuestión esta última respecto de la cual, si bien ya se ha hecho 
referencia a la misma en Fundamentos de Derecho precedentes de esta 
Resolución, no obstante debe ahora recordarse, e incluso ampliarse, habida 
cuenta de que la parte apelante vendría a sostener la nulidad del veredicto 
y, por tanto, de la Sentencia- en la ausencia de motivación. 

 
 Sobre el objeto del veredicto, de cara a la motivación de las 

cuestiones que se someten a la consideración del colegio de jurados, el 
Tribunal Supremo, Penal Sección 1, en la Sentencia de fecha 15 de 
Diciembre de 2 En este sentido, decía este 
Tribunal en su Sentencia 486/2013, de 31 de mayo, recordando la 933/2012 
de 22 de noviembre de 2012, de interés sobre delimitación del objeto del 
veredicto, entre otras consideraciones, lo siguiente: "Carece de sentido, 
por tanto, reivindicar la inclusión en el veredicto de enunciados 
absolutamente prescindibles, que nada tiene que ver con el hecho principal 
-el asunto de la vida en palabras de un procesalista clásico- subsumible en 
un precepto penal y que, precisamente por eso, integra el objeto del 



proceso. En suma, la delimitación del objeto del veredicto ha de abarcar 
todos los elementos fácticos con cuya presencia cabe tener por cometido 
el tipo. Pero no ha de ser superfluo, por lo que debe prescindir de todos 
aquellos elementos cuya ausencia no evita la aplicación del tipo. Parece, 
por tanto, poco comprensible exigir decisiones al Jurado sobre 
enunciados que, aislados, carecen de significado penalmente relevante". 
Y es que no se debe olvidar que el art. 52 LOTJ, dedicado a la estructura 
del objeto del veredicto, en su apdo. 1 a), habla de hechos contrarios o 
desfavorables y de hechos favorables, y en el art. 37.1, referente al auto de 
hechos justiciables, antecedente procesal inmediato de aquél, como 
configurador del objeto del proceso, en que se está diciendo que se ha de 
excluir "toda mención que no resulte absolutamente imprescindible para la 
calificación", y ello porque, además de que solo lo que es desfavorable o 
favorable tendrá trascendencia para la calificación jurídica, sucederá que 
nos encontremos con proposiciones para las que no ha previsto el art. 59 
régimen de mayorías para su aprobación. Como hemos dicho es 
importante resaltar que no basta para que una pregunta sea declarada 
pertinente -y provoque la estimación del recursopor la concurrencia de una 
relación directa entre la pregunta y el objeto del juicio, sino que es preciso 
valorar la relevancia, necesidad y en consecuencia causalidad de las 
preguntas en relación con el sentido del fallo, debiendo apreciarse 
globalmente ambos elementos para estimar presente e infringida la norma 
procesal. Pues en la decisión del recurso de casación "lo relevante es 
determinar si la negativa a responder privó a la defensa del ejercicio de 
facultades inherentes a tal condición y si las preguntas omitidas eran 
relevantes en el preciso sentido de haber tenido aptitud para variar la 
decisión final, pues no de otro modo debe interpretarse la frase "manifiesta 
influencia en la causa", que se contiene en el art. 850.3º o la de "verdadera 
importancia para el resultado del juicio" a que se refiere el nº 4 de igual 
artículo" ( STS 912/2016, de 1 de diciembre.)  

 
 Y, sobre la motivación del veredicto, el Tribunal Supremo (Sala 

de lo Penal, Sección 1ª), en la Sentencia número 884/2.022, de 10 de 
1. Hemos dicho en otras ocasiones, (STS nº 

471/2019, de 14 de octubre (RJ 2019, 4170), entre otras), que la 
Constitución, artículo 120.3, exige que las sentencias sean motivadas, lo 
cual resulta igualmente del artículo 24.1 en cuanto reconoce el derecho a 
la tutela judicial efectiva, que incorpora el de obtener una resolución 
suficientemente fundamentada. Las sentencias del Tribunal del jurado no 
están exentas del cumplimiento de esta obligación constitucional. Esta 
Sala ha establecido en numerosas resoluciones que la motivación de las 
sentencias debe referirse concretamente al aspecto fáctico. Y si bien es 
cierto que no es preciso en todo caso razonar sobre lo que resulta de toda 



obviedad, ni reseñar detalladamente todas las pruebas que se han tenido 
en cuenta, ni expresar en su integridad las fases del proceso de valoración 
ni el concreto curso del razonamiento, no lo es menos que de la motivación 
deben desprenderse con claridad las razones que ha tenido el Tribunal para 
declarar probados los aspectos fundamentales de los hechos, muy 
especialmente cuando hayan sido controvertidos. Por eso, la necesidad de 
motivar las sentencias respecto de la prueba de los hechos se refuerza 
cuando se trata de sentencias condenatorias y el acusado los ha negado o 
no ha reconocido aquellos aspectos de los mismos que resultan relevantes 
para la calificación. Por otro lado, como también hemos reiterado, la 
exigencia de motivación no pretende satisfacer necesidades de orden 
puramente formal, sino permitir a la sociedad en general, y muy 
especialmente al justiciable, conocer las razones de las decisiones de los 
órganos jurisdiccionales; sirve a quien dicta la resolución para verificar 
la consistencia de la fundamentación; y, además de facilitar la 
impugnación, permite el control de la racionalidad y corrección técnica 
de la decisión por parte del Tribunal que revise la resolución en vía de 
recurso. Por ello, puede decirse que la motivación tendrá que tener la 
extensión y la profundidad suficientes para cubrir la finalidad esencial de 
la misma, es decir, que el Juez explique de manera comprensible el proceso 
intelectivo que le condujo a decidir de una determinada manera, no siendo 
necesario explicitar lo que resulta obvio. Serán resoluciones inmotivadas 
cuando (STC 223/2002, de 25 de noviembre (RTC 2002, 223) , FJ 5), "a 
primera vista y sin necesidad de mayor esfuerzo intelectual y argumental, 
se comprueba que parten de premisas inexistentes o patentemente 
erróneas o siguen un desarrollo argumental que incurre en quiebras 
lógicas de tal magnitud que las conclusiones alcanzadas no pueden 
considerarse basadas en ninguna de las razones aducidas". Cuando se 
trata de sentencias del Tribunal del jurado, la cuestión presenta algunas 
peculiaridades. En estos casos es preciso que esté suficientemente 
motivado el veredicto de los jurados sobre los hechos, y además también 
deberá estarlo la sentencia del Tribunal, redactada por el Magistrado-
Presidente, donde no solo habrá de razonar sobre la aplicación del 
derecho a los hechos que han sido declarados probados, sino que también 
deberá concretar la existencia de prueba de cargo exigida por la garantía 
constitucional de presunción de inocencia ( artículo 70.2 LOTJ (RCL 
1995, 1515) ). Es cierto que, en estos casos, y en cuanto se refiere a la 
motivación del veredicto, no puede exigirse a los ciudadanos que lo 
integran el mismo grado de razonamiento intelectual y técnico que debe 
exigirse al Juez profesional. Por ello la Ley Orgánica del Tribunal del 
Jurado sólo requiere en el artículo 61.1.d), que conste en el acta de 
votación la expresión de los elementos de convicción y una sucinta 
explicación de las razones por las que han declarado o rechazado declarar 



como probados unos determinados hechos. Dos elementos distintos, pues, 
integran la motivación de los jurados que debe aparecer en el acta de 
votación: la enumeración de los elementos a los que han atendido para 
llegar a su convicción; y una sucinta explicación del por qué esos 
elementos probatorios les han convencido en un determinado sentido. O 
dicho en términos de la Ley, de las razones por las que han declarado o 
rechazado declarar determinados hechos como probados. Motivación 
suficiente, al fin y al cabo, en la medida en que permite conocer las 
razones de la decisión. Respecto del primer aspecto, se satisface con la 
enumeración de las pruebas consideradas para alcanzar la conclusión 
fáctica, siempre que se las identifique con suficiente claridad. En cuanto 
al segundo, lo que se exige es la explicación de la decisión de forma 
comprensible, según cada caso. Se dice en la Exposición de Motivos de la 
LOTJ: " Bien es cierto que la exposición de lo tenido por probado explicita 
la argumentación de la conclusión de culpabilidad o inculpabilidad. Pero 
hoy, la exigencia constitucional de motivación no se satisface con ello. 
También la motivación de esos argumentos es necesaria. Y desde luego, 
posible si se considera que en modo alguno requiere especial artificio y 
cuenta en todo caso el jurado con la posibilidad de instar el asesoramiento 
necesario". No se exige a los jurados, en definitiva, una argumentación 
extensa, compleja o técnica, pero sí al menos la expresión comprensible 
de las razones de la decisión, en la medida en que es exigible al hombre 
medio, profano en la materia, pero capaz de razonar y de expresar el curso 
seguido por su razonamiento. Cuando las pruebas disponibles, sean 
testificales, periciales o documentales, conduzcan de forma clara a la 
misma conclusión, sin que existan pruebas de significado o contenido 
contrario, la omisión de la sucinta explicación que exige la ley constituye 
un defecto formal, pero no justifica la nulidad del veredicto, de manera que, 
en esos casos, excepcionalmente, puede ser suficiente con una remisión o 
cita de las variadas pruebas que se han tenido en cuenta, siempre que la 
comprobación de su contenido sea de tal facilidad y claridad que no 
presente dificultades de comprensión. Es decir, que cuando las pruebas 
conduzcan racionalmente hacia una conclusión clara, podría entenderse 
que la explicación sucinta queda implícita en la simple enumeración, y 
que las razones de haber aceptado como pruebas de cargo el contenido de 
las que con ese carácter son enumeradas en el acta de votación, radica 
precisamente en el hecho de que unas y otras se apoyan recíprocamente, 
lo que las dota de mayor poder probatorio, en orden a la conclusión 
fáctica asumida en la sentencia. Esto no excusa del mínimo 
razonamiento, pero excepcionalmente puede ser suficiente para no 
acordar la nulidad
omitido la sucinta explicación que exige la ley como motivación del 
veredicto, ha de denegarse la nulidad pretendida, ya que, dadas las 



características de los hechos y las pruebas coincidentes valoradas por los 
jurados, es perfectamente aprehensible la razón de su decisión 
condenatoria, pues todas esas pruebas conducen a afirmar, sin alternativa 
racional posible, que en el momento de los hechos, los cuatro acusados se 
hallaban en el piso donde se llevan a cabo  

 
 También sobre la motivación del veredicto, y más recientemente, 

el Alto Tribunal (Sala de lo Penal, Sección 1ª), en la Sentencia número 
588/2.023, de 12 2 A riesgo de reiterar 
lo dicho en la sentencia impugnada, resulta obligado recordar que es cierto 
que las sentencias en procesos con tribunal del Jurado, al igual que las 
restantes, deben cumplir con la exigencia de motivación, como 
consecuencia de la previsión específica del artículo 120.3 CE (RCL 1978, 
2836) que no hace excepciones, y que su ausencia lesiona el derecho a la 
tutela judicial efectiva, que comprende, entre otras garantías, el derecho a 
obtener una resolución suficientemente fundada en derecho ( SSTS 
548/2018, de 23 de noviembre y 331/2015, de 3 de junio (RJ 2015, 2305), 
por todas). No obstante, como señalamos en la STS 694/2014, de 20 de 
octubre (RJ 2014, 5380), no puede exigirse a los ciudadanos que emiten 
el veredicto el mismo grado de razonamiento intelectual y técnico que a 
un juez profesional. La Ley Orgánica del Tribunal del Jurado (RCL 1995, 
1515) solo requiere en el artículo 61.1.d) que conste en el acta de votación 
la expresión de los elementos de convicción y una sucinta explicación de 
las razones por las que han admitido o rechazado como probados unos 
determinados hechos. Con ello se configura la motivación del veredicto, 
que debe ser lo suficientemente explícita para que el Magistrado-
Presidente pueda cumplir con la obligación de concretar la existencia de 
prueba de cargo que le impone el artículo 70.2 de la Ley, completando 
aquellos aspectos ( SSTS 816/2008, de 2-12; 300/2012, de 3- 5; 72/2014, 
de 29-1; 45/2014, de 1-2; y 454/2014, de 10-6, entre otras). El Jurado, 
conforme a lo prescrito en el artículo 61.1 d) de la LOTJ, debe identificar 
los elementos de convicción y dar una explicación "sucinta", expresión 
que, según criterio constante de esta Sala, debe interpretarse como 
justificación breve o compendiosa, aunque debe ser suficiente para 
conocer los elementos fácticos de la prueba desplegada ante los Jurados 
que han servido para reforzar su convicción acerca de la certeza de la 
ocurrencia de los hechos enjuiciados tal y como se declararon probados ( 
STS 536/2018, de 8 de noviembre (RJ 2018, 5073) , por todas). Por otra 
parte, esa explicación sucinta debe ponerse en relación con la menor 
exigencia que se predica de las sentencias absolutorias. Cuando el tribunal 
se decanta por la absolución, la exigencia de motivación no es la misma 
que cuando opta por la condena. Venimos reiterando que en la medida en 
que la acusación no tiene derecho a que se declare la culpabilidad del 



acusado, su pretensión de condena encuentra suficiente fundamento si el 
tribunal se limita a declarar no probada la participación del acusado, 
expresando las dudas que justifiquen su falta de convicción sobre el hecho 
o la falta de participación del acusado. En esa dirección en la STS 
186/1998, que expresa un criterio reiterado en otras resoluciones 
posteriores (SSTS 1045/1998 de 23 de septiembre (RJ 1998, 6462), 
1258/2001, de 21 de junio y 2051/2002, de 11 de diciembre (RJ 2003, 
1117)), se argumenta que "la necesidad de razonar la certeza 
incriminatoria a que haya llegado el Tribunal es una consecuencia no sólo 
del deber de motivación sino del derecho a la presunción de inocencia. No 
existiendo en la parte acusadora el derecho a que se declare la culpabilidad 
del acusado, su pretensión encuentra respuesta suficientemente razonada 
si el Tribunal se limita a decir que no considera probado que el acusado 
participase en el hecho que se relata, porque esto sólo significa que la duda 
inicial no ha sido sustituida por la necesaria certeza. Y es claro que basta 
la subsistencia de la duda para que no sea posible la emisión de un juicio 

respuesta estaría incompleta si no se mencionan los razonamientos de la 
Magistrada-Presidente al explicar el criterio del Jurado ya que esta clase 
de sentencias tienen la peculiaridad de que su motivación es doble: En el 
veredicto del Jurado es suficiente la identificación de las pruebas tomadas 
en consideración y una sucinta explicación de las razones por las que se 
han tomado en consideración esas pruebas, y ese conjunto argumental 
debe ser complementado de modo congruente por el Magistrado-
Presidente, expresando el contenido incriminatorio de esos elementos de 
convicción señalados por los jurados y explicitando la inferencia cuando 
se trate de prueba indiciaria o de hechos subjetivos (SSTS 40/2015, de 12 
de febrero (RJ 2015, 542) , 45/2014, de 7 de febrero, 868/2013 de 27 de 
noviembre y 300/2012 de 3 de mayo (RJ 2012, 5980) , entre otras). Venimos 
señalando que el Magistrado-Presidente, que ha debido asistir atento al 
juicio y a sus incidencias; que ha entendido en el momento procesal 
correspondiente que existe prueba valorable que impide la disolución 
anticipada; que ha redactado el objeto del veredicto, y que ha debido 
impartir al Jurado instrucciones claras sobre su función y la forma de 
cumplirla adecuadamente, debe estar en condiciones de plasmar con el 
necesario detalle en cada caso, cuáles son las pruebas tenidas en cuenta 
por los jurados y cuál es su contenido incriminatorio, así como, en caso de 
prueba indiciaria y de elementos subjetivos, cuál es el proceso racional 
que conduce de forma natural desde unos hechos ya probados hasta otros 
hechos, objetivos o subjetivos, necesitados de prueba ( STS 132/2004, de 4 
de febrero (RJ 2004, 3385) ). Cumpliendo esa finalidad de complemento y 
explicación, en la sentencia de la Audiencia Provincial se dieron algunas 

el segundo 



apartado del recurso, al amparo del artículo 851.2 de la LECrim (LEG 
1882, 16), se censura la sentencia al expresarse únicamente que los hechos 
alegados por las acusaciones no han sido probados, sin hacer expresa 
relación de los que resultan probados. Se alega que la sentencia ha omitido 
toda valoración de las pruebas aportadas por la acusación porque la 
sentencia se limita a afirmar que los testigos aportados por la acusación 
no han sido creíbles, obviando la valoración de otras pruebas de sentido 
claramente contrario como las declaraciones de los agentes policiales, las 
periciales científicas y biológicas y la valoración negativa que debería 
haber merecido la autoinculpación de   N.   . En el desarrollo argumental 
del motivo se afirma que lo que se denuncia es una incongruencia omisiva, 
desconociendo que ese vicio formal, que tiene su cauce casacional a través 
del artículo 851.3 de a LECrim, nada tiene que con las alegaciones 
realizadas. Tanto el Tribunal Constitucional como esta Sala (STC 67/2001, 
de 17 de marzo (RTC 2001, 67) y STS 413/2015, de 30 de junio (RJ 2015, 
4592) , por todas) consideran que la llamada incongruencia omisiva o fallo 
corto se produce cuando la sentencia que pone término al proceso deja 
imprejuzgada alguna de las cuestiones que constituyen el centro del debate 
procesal y en este caso se interesó la condena del acusado, desestimando 
el tribunal esa pretensión, por lo que ninguna deficiencia se advierte sobre 
este particular. Descartada la existencia de incongruencia, lo que 
formalmente se viene a denunciar es que el tribunal se ha limitado a 
declarar no probada la participación de  H.  sin declarar los hechos que 
estima probados, deficiencia a la que alude expresamente el artículo 851.2 
de la LECrim como quebrantamiento de forma. Esta Sala se ha 
pronunciado con reiteración en relación con los presupuestos que exige el 
citado precepto para su estimación. En la STS 94/2016, de 17 de febrero 
(RJ 2016, 589), se condensa la doctrina de esta Sala. Se precisa que "la 
finalidad del legislador que introdujo este motivo por ley de 28 de junio de 
1933 fue evitar que en las sentencias sólo se transcribieran los hechos 
alegados por las acusaciones y a continuación se añadiera "hechos que no 
han resultado probados". Por ello, el precepto exige una declaración 
positiva, que se establezcan los hechos que se declaran probados, sin 
perjuicio de que en tal caso, pueda añadirse una declaración negativa 
indicando cuáles no han sido probados". Y se argumenta que "el art. 851.2 
LECrim sanciona que la sentencia omita la premisa mayor de la labor de 
subsunción. Es componente esencial de una sentencia una descripción 
precisa, clara y terminante de los hechos que el Tribunal estima justificados 
de manera que proporcionen la base de la consiguiente calificación 
jurídica acerca de la tipicidad o atipicidad de los hechos relatados. La 
ausencia de toda narración deja sin soporte fáctico la decisión y sin apoyo 
la capacidad de discutir por vía de recurso la corrección del juicio jurídico. 
Cuando en los hechos probados se consignan los contenidos en las 



conclusiones definitivas de las acusaciones, añadiendo que no consta que 
los hechos se desarrollasen en esa forma, o precedidos de la fórmula "no 
ha quedado acreditado que..." la sentencia incurrirá en el defecto procesal 
analizado. No se pretende que la Sala refleje datos, extremos o 
acontecimientos cuya probanza no ha alcanzado cotas de acreditación 
suficiente para convencerla de su realidad. Pero es preciso fijar -aunque 
sean mínimos- los hechos que han sido probados a salvo los casos 
excepcionales y poco frecuentes (v.gr. nulidad de toda la actividad 
probatoria) en que nada puede reputarse acreditado. Es exigible y está en 
la esencia del derecho a la tutela efectiva, el deber del órgano judicial de 
exponer en términos positivos, con claridad y coherencia los hechos que se 
consideran probados. Constituyen la materia prima de una adecuada 
calificación jurídica, y en definitiva del pronunciamiento condenatorio o 
absolutorio". En este caso el tribunal no se ha limitado a declarar que los 
hechos invocados por las acusaciones no han quedado probados. El relato 
fáctico es mucho más rico porque discrimina qué hechos han quedado 
probado y cuáles otros no. Basta leer el juicio histórico para comprobar lo 
que decimos. En él se refieren las dos discusiones que se produjeron entre 
los implicados en las primeras horas de la mañana del día 30/10/2016 y las 
agresiones producidas en el segundo encuentro: La muerte por disparo de  
I.   sin que constara su autor; los disparos efectuados por   G.    (   A.    ) 
sobre   N.   ; la agresión que en ese incidente y con una barra de hierro 
llevó a cabo   G.    ( R. ) sobre    A.     sobre  I.  . La sentencia también 
precisa que inmediatamente después de todos estos hechos   G.    (   A.    ) 
fue atropellado y falleció, descartando que fuera  H.  el autor de esta fatal 
agresión. Por tanto, la sentencia de instancia no se limitó a declarar que 
los hechos enjuiciados no habían sido probados, sino que precisó los 
hechos que estimó probados y también los que no quedaron suficientemente 
acreditados en algunos de sus extremos, como la autoría de algunas de las 
agresiones enjuiciadas, todo ello en función del resultado de la prueba. Por 
lo tanto, no se cumplen los presupuestos que permitirían la estimación del 
motivo que, por otra parte, discurre por una línea argumental diferente que 
nada tiene que ver con el cauce casacional elegido. Lo que se reprocha, 
una vez más, es la valoración de la prueba, cuestión que excede de los 

 
efecto, el vicio de contradicción no se refiere a posibles incoherencias en 
la declaración de hechos probados sino a contradicciones de carácter 
semántico o gramatical, que no puedan ser salvadas acudiendo a otros 
expresiones contenidas en el relato fáctico, que afirmen hechos contrarios 
entre sí de modo que conduzcan a aun vacío que afecte a aspectos 
esenciales del sustrato fáctico y que impidan su calificación jurídica. El 
motivo no alude a estas cuestiones. Transita por valoraciones sobre el 



juicio probatorio que nada tienen que ver con el ámbito de impugnación 
que dibuja el artículo 851.1 de la LECrim  

 
 VIGESIMO. - A juicio de este Tribunal Superior, no existe causa 

o motivo algunos que demandaran la declaración de nulidad del veredicto 
(ni de la Sentencia dictada por el Magistrado-Presidente del Tribunal del 
Jurado) por falta de motivación, en los términos que ha postulado la parte 
acusada apelante. En este sentido y en lo que ha sido objeto de impugnación 
en este motivo, el colegio de jurados alcanzó el siguiente veredicto: con la 
finalidad de producir la muerte de Esther , el acusado le propinó diversos 
golpes que la causaron las siguientes lesiones: traumatismo facial con 
fractura de varios dientes superiores y arrancamiento del incisivo central 
izquierdo, fractura del hueso nasal derecho, y fracturas en ambos rebordes 
inferiores de las órbitas de los ojos, con estallido del suelo de la órbita, así 
como un traumatismo costal con fracturas de dos áreas (de la 2ª a 5ª costillas 
del lado izquierdo y la 9ª del lado derecho (unanimidad). Se justifica por los 
jurados según el informe antropológico de Don         M. C. B. L.          y 
Don           S. A. F. M.           y corroborado por el Informe presentado por 
los médicos forenses adscritos al Instituto de Medicina Legal y Ciencias 
Forenses de Badajoz; asimismo por la declaración de la facultativa del 
Instituto Nacional de Toxicología, que sostiene lo mismo a excepción de las 
lesiones en las órbitas de los ojos, que ellas no vieron pero manifiestan que 
podrían estar; que a consecuencia de estos golpes y lesiones, unidas a la 
utilización de un mecanismo de producción no exactamente determinado, 
presumiblemente asfíctico, el acusado consumó su propósito causándole la 
muerte a Esther  (unanimidad). Se justifica por los jurados según las 
declaraciones del antropólogo Sr.     C. L.     y Sr.      F. M.       y médicos 
forenses del Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses de Badajoz, y 
se añade que además lo cierto es que Esther  entró viva a la casa y salió 
muerta; y que el acusado   Luis Miguel            es culpable de haber dado 
muerte a          Esther          (unanimidad). Se justifica por los jurados en que 
entró viva en su casa (del acusado), estaban los dos solos, y salió muerta. 

 
 El expresado veredicto, expuesto en el acta y emitido por el 

colegio de jurados, no solo es formalmente correcto (conforme a los 
razonamientos que pusieron de manifiesto), sino también absolutamente 
admisible, como asimismo lo es la fundamentación jurídica complementaria 
de la Sentencia dictada por el Magistrado-Presidente del Tribunal del 
Jurado. Conviene destacar que el motivo se detiene, exclusivamente, en la 
causa de la muerte de          Esther          y en la razón por la cual el colegio 
de jurados hubiera preferido un determinado Informe Pericial en detrimento 
de otro u otros; técnica hermenéutica que encaja en las propias facultades 
motivadoras de la Resolución Judicial, donde el Tribunal valora los medios 



de prueba conforme a lo dispuesto en el artículo 741 de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal, de tal modo que es el Magistrado-Presidente del 
Tribunal del Jurado en la Sentencia que dicte quien tiene que completar y 
complementar la motivación del veredicto y significar si ese razonamiento 
es lógico, racional y admisible y, por tanto, debe mantenerse. 

 
 Como con anterioridad se apuntó, en este quinto motivo del 

Recurso, la parte apelante solo se detiene en la causa de la muerte de          
Esther          conforme a los Dictámenes Periciales emitidos en la causa, 
pero no hace referencia alguna a la inverosimilitud de la secuencia fáctica 
sobre la manera en la que esa muerte sucedió en la forma que sostiene el 
acusado. Queremos decir que es físicamente imposible la versión que, sobre 
la forma en la que pudo producirse la muerte, sostiene el acusado; esto es, 
que encontrándose ambos en la casa de los familiares del acusado, en                 
calle                 , en una de sus habitaciones, manejando una cuna para sacarla 
de esa estancia al objeto de que Esther  pudiera llevarla a su domicilio, 
tropezó, ya fuera con la cama, ya con una chancla, cayendo de espaldas y 
golpeándose en la parte posterior de la cabeza, falleciendo prácticamente de 
forma instantánea. Decimos que este mecanismo letal es físicamente 
imposible porque la parte posterior del cráneo de Esther  no presentaba 
ninguna lesión, y porque la precipitación hacia el suelo de Esther , en la 
situación que se describió en la diligencia de reconstrucción, habría 
provocado un giro imposible en el cuerpo de la víctima para quedar con la 
cabeza próxima a la mesilla (con la que no se golpeó) y paralela a un lateral 
de la cama (con la que tampoco se golpeó). 

 
 Interesa principiar la exégesis judicial del motivo con este 

preámbulo porque el referido quinto motivo de la Impugnación ya no parece 
discutir la imposibilidad de la muerte accidental de          Esther         , lo 
que no deja de tener una significativa trascendencia. El veredicto del colegio 
de jurados (y los razonamientos jurídicos expuestos en el mismo sentido por 
el Magistrado-Presidente en los Fundamentos de Derecho de la Sentencia) 
son absolutamente lógicos, racionales y justificados. La justificación es 
doble: por un lado, un Informe antropológico emitido por Don         M. C. 
B. L.         , Catedrático de Antropología Física y Forense en el Departamento 
de Medicina Legal, Toxicología y Antropología Física de la Universidad de 
Granada, ratificado asimismo por Don        S. F. M.        , de fecha 8 de 
Febrero de 2.022, y por otro, el Informe Médico Forense emitido por los 
Médicos Forenses adscritos al Instituto de Medina Legal y Ciencias 
Forenses de Badajoz, Doña         L. R. G.         y Don      F. S. U.      , de 
fecha 27 de Enero de 2.021, junto con la también Médico Forense del 
mismo Instituto, Doña       M. J. M. Z.       . El hecho de que, tanto los 
jurados, como el Magistrado-Presidente del Tribunal del Jurado en la 



Sentencia recurrida, hayan dotado de prevalencia a estos dos Informes sobre 
otros con el mismo objeto, obedece a una apreciación aséptica de la prueba 
atribuyendo a estos Dictámenes una mayor credibilidad en la explicación 
de la razón de ciencia ofrecida, tanto en los propios documentos (Informes 
escritos), como en sus aclaraciones en el acto del plenario, sobre la causa 
de la muerte de          Esther         . Y es que, aún cuando ambos Informes 
son absolutamente convergentes, no debe olvidarse que solo el Informe 
Médico Forense es el que determina la causa de la muerte, no el Informe 

los 
huesos hablan
que adviertan, pero la causa de la muerte la determina, solo y únicamente, 
el Informe Médico Forense. 

 
 Como resulta de los Informes Periciales incorporados a las 

actuaciones, las lesiones que se apreciaron, después del análisis de los restos 
óseos de          Esther         , fueron las siguientes: fractura de hueso nasal 
derecho, fracturas en ambos rebordes inferiores de las órbitas de los ojos, 
con estallido del suelo de la órbita, fractura en costillas 2ª, 3ª, 4ª y 5ª 
izquierdas y 9ª derecha, fracturas de dientes anteriores 11, 12 y 22, con 
ausencia del diente 21 estando el alveolo abierto, fracturas en molar superior 
16, fractura en molar inferior 36 con pérdida de la corona, fisuras 
longitudinales en dientes superiores e inferiores, fracturas de ambas apófisis 
estiloides, y pequeñas pérdidas de tejido óseo aisladas, con roturas en 
esternón, radio izquierdo y ambas tibias, sin que se aprecie fractura alguna 
en la parte posterior del cráneo. Ninguna de estas lesiones (fracturas, fisuras, 

consideradas, son potencialmente letales (proposición que no fue discutida 
por los peritos); ahora bien, lo que sí indica el Informe Médico Forense es 

las lesiones óseas que presenta el esqueleto, nos permite pensar, 
racionalmente, que la muerte pudo deberse a un mecanismo asfíctico, más 
que a otros mecanismos potencialmente letales
la única que permite determinar la causa de la muerte. De ahí que la muerte 
por asfixia se alce como la verdadera causa del óbito, producida por un 
mecanismo de compresión, que, o bien se desarrolló imprimiendo en el 
pecho de la víctima una fuerza relevante hasta llegar a doblegar las costillas 

e incluso el esternón- fracturados, provocando una insuficiencia 
respiratoria, o bien ejecutando un mecanismo de estrangulamiento sobre el 
cuello, incidiendo sobre las apófisis estiloides, el hueso hioides y los 
grandes vasos sanguíneos del cuello, cortando el riego del cerebro (tesis de 
Don         M. C. B. L.         ), incluso podrían ser compatibles ambos 
mecanismos, tanto la compresión costal, como el estrangulamiento (en 
ambos casos, mecanismos asfícticos, referido en el Informe Médico 
Forense), como causa (muerte por asfixia) racionalmente explicable de tan 



execrable crimen, precedido de una violenta agresión sexual (violación con 
eyaculación). 

 
 Por último y, como corolario de cuanto antecede en orden a este motivo y a los 
anteriores en los que se ha alegado error en la valoración de la prueba (singularmente de 
la prueba indiciaria) y se ha discutido la 
 

inobservancia del derecho fundamental a la presunción de inocencia que 
asiste a todo acusado, conviene significar que el elenco probatorio 
desarrollado en este Proceso, puesto de manifiesto por el colegio de jurados 
en sus respuestas a las cuestiones objeto del veredicto, examinado con 
profusión por el Magistrado-Presidente del Tribunal del Jurado en los 
razonamientos jurídicos complementarios de  la Sentencia recurrida, y 
fiscalizado por este Tribunal Superior, no permite advertir la presencia de 
los presupuestos exigidos por la Jurisprudencia del Tribunal Supremo para 
considerar vulnerado el referido derecho fundamental de la Presunción de 
Inocencia, que consagra el artículo 24.2 de la Constitución Española. 

 
 El motivo se desestima. 
 
 VIGESIMO PRIMERO. - Motivo Sexto del Recurso de 

Apelación.- De la aplicación del artículo 140.1.2ª del Código Penal.- El 
Sexto de los motivos del Recurso de Apelación acusa, al amparo de lo 
dispuesto en el artículo 846 bis c). b) de la LECrim, la infracción de 
precepto legal en la calificación jurídica del tipo penal: indebida 
aplicación del tipo penal previsto en el artículo art. 140.1.2ª del Código 
Penal, pues se circunscribe precisamente a la muerte «subsiguiente» al 
delito sexual, no incluyendo a la muerte «coetánea» a dicho delito. 
Entendemos que la finalidad del motivo no es otra que evitar la 
consecuencia penológica de la aplicación del precepto que la parte apelante 
considera infringido por indebida aplicación del mismo, es decir, del 
artículo 140.1, circunstancia 2ª, del Código Penal, que sanciona una 
hiperagravación del delito de asesinato, cuando dispone que el asesinato 
será castigado con la pena de prisión permanente revisable cuando concurra 

2ª Que el hecho fuera 
subsiguiente a un delito contra la libertad sexual que el autor hubiere 
cometido sobre la víctima  

 
 La parte apelante justifica el motivo en las siguientes 

proposiciones: que no existe prueba en el plenario ni recogida en sentencia 
que determine la secuencia de hechos que acaban con la vida de la víctima, 
que no queda acreditado, ni es hecho probado, que la muerte, cuyo 
mecanismo que la causare tampoco está determinado, fuere subsiguiente a 
un delito contra la libertad sexual; tal hecho, en el contexto que se declara 



probado, no queda fijado en el tiempo; que la descripción de la circunstancia 
expresa sucintamente que la muerte dolosa ha de perpetrarse de modo 
«subsiguiente a un delito contra la libertad sexual»; teniendo en cuenta la 
discutible fundamentación de la agravante y el respeto al principio de 
proporcionalidad ante la grave conminación penal del homicidio o del 
asesinato en que concurra, ha de optarse por una interpretación de este 
término, entendiendo que «subsiguiente» significa que ha de darse una 
relación temporal entre ambos delitos; este dato es desconocido en 
sentencia; que la exigencia de esta concreta secuencia temporal debió ser 
abordada debidamente como prueba de cargo mediante las periciales 
forenses relativas al establecimiento de qué delito se realizó antes y cuál 
después, periciales que jamás se han practicado, por lo que tal elemento 
temporal no consta probado; que a partir de los hechos probados de la 
sentencia, resulta cuestionable que la muerte se perpetrara para ocultar el 
delito contra la libertad sexual; que con los mismos hechos acreditados 
podría exponerse y concluirse que no puede apreciarse la circunstancia 
cuando la misma agresión sexual hubiere sido la que causa la muerte, pues 
entonces no se comete asesinato para ocultar la agresión. 

 
 Es decir, la parte apelante vendría a cuestionar la falta de prueba 

(o, incluso la omisión en el veredicto del colegio de jurados y en la 
Sentencia dictada por el Magistrado-Presidente del Tribunal del Jurado) de 
hechos tales como que la muerte de          Esther          fuera posterior a la 
agresión sexual, que no se habría determinado la relación temporal entre 
ambos delitos, que no puede presuponerse el ánimo de encubrimiento en la 
muerte dolosa, es decir, que sería cuestionable que la muerte se perpetrara 
para ocultar el delito contra la libertad sexual, e incluso se cuestiona si la 
muerte fue consecuencia del acto con que se llevó a cabo el atentado contra 
la libertad sexual o posterior a éste. 

 
 En modo alguno compartimos el criterio que mantiene la parte 

apelante en este Sexto motivo del Recurso; y, hasta el extremo ello es así, 
que el veredicto de los Jurados -que respeta de forma absolutamente 
escrupulosa los Hechos Probados y los Fundamentos Jurídicos de la 
Sentencia recurrida- son fiel exponente de que la muerte de          Esther          
fue posterior (o, si se prefiere, subsiguiente) al delito contra la libertad 
sexual; es decir, fue la comisión del delito contra la libertad sexual lo que 
determinó la decisión del acusado de terminar con la vida de          Esther         
; debiendo destacarse que, en la abundante prueba pericial practicada en las 
actuaciones, tanto antropológica, como médico-forense, en ningún 
momento se discutió la secuencia temporal de los dos delitos (agresión 
sexual seguida de asesinato, en ningún caso simultánea). Por lo demás, este 
Tribunal ha examinado el soporte audiovisual donde se documentó el acto 



del Juicio y no ha apreciado que ninguno de los peritos que intervinieron en 
el referido acto en aclaración de sus respectivos Informes (ni tampoco los 
agentes de la Guardia Civil, singularmente los especialistas en 
criminalística sobre homicidios, la reconstrucción de los hechos y escena 
del crimen) hubieran sido interrogados sobre este extremo por ninguna de 
las partes. 

 
 En este sentido, el colegio de jurados adoptó el siguiente veredicto: 

que ya en el interior de la vivienda de la familia del acusado, en la que 
estaban solos Esther  y aquél, este último, sin contar con el consentimiento 
de Esther  y con la intención de satisfacer sus deseos íntimos, la abordó 
sexualmente en forma no exactamente determinada (unanimidad), que llegó 
a eyacular dentro de ella (unanimidad), que con la finalidad de producir la 
muerte de Esther , le propinó diversos golpes que la causaron las siguientes 
lesiones: traumatismo facial con fractura de varios dientes superiores y 
arrancamiento del incisivo central izquierdo; fractura del hueso nasal 
derecho y fracturas en ambos rebordes inferiores de las órbitas de los ojos, 
con estallido del suelo de la órbita, así como un traumatismo costal con 
fracturas de dos áreas (de la 2ª a 5ª costillas del lado izquierdo y la 9ª del 
derecho) (unanimidad), que a consecuencia de estos golpes y lesiones, 
unidas a la utilización de un mecanismo de producción no exactamente 
determinado, presumiblemente asfíctico, el acusado consumó su propósito 
causándole la muerte de Esther  (unanimidad), y que el acusado Luis Mi 
ocasionó la muerte de Esther  para evitar que se descubriera la agresión 
sexual (unanimidad). En consecuencia, los hechos objeto del veredicto, 
consignados en el acta que fue entregada al presidente del Jurado, sí 
cuestionaron al colegio de jurados sobre la secuencia temporal en la 
sucesión de los hechos, siendo indiscutible que la muerte de          Esther          
fue posterior, subsiguiente y consecuencia de la previa agresión sexual, sin 
que en ninguno de los informes periciales antes referidos se planteara, ni 
siquiera como hipótesis, que el atentado contra la integridad sexual de la 
víctima se hubiera  producido post mortem; ni existen indicios biológicos 
de que la agresión sexual se hubiera producido de esa manera. Por lo demás, 
conviene recordar que el acusado manifestó espontáneamente a los agentes 
de la policía judicial en un momento de la inspección ocular que, si 
encontraban semen en los restos de la víctima, eran suyos porque la noche 
antes había tenido relaciones sexuales consentidas con la misma, lo que 
implica tanto como reconocer expresamente que la agresión sexual fue 
anterior a la muerte, manifestación que, como ya se ha justificado in extenso 
en esta Resolución tiene la condición de prueba de cargo, llevada al juicio 
oral como testimonio referencial. 

 



En consecuencia, no existe ningún tipo de disfunción sustantiva 
para aplicar la consecuencia penológica que contempla el artículo 140.1.2ª 
del Código Penal; debiéndose destacar, en este sentido, que el Tribunal 
Supremo (Sala de lo Penal, Sección 1ª), en la Sentencia número 351/2.024, 
de 30 La pena impuesta de prisión permanente 
revisable es la aplicable al caso. No puede señalarse desproporcionalidad 
cuando la pena es la aplicable y ello es lo que resulta de aplicar el art. 
140.1.1º CP (RCL 1995, 3170y RCL 1996, 777) . No hay una pena 
graduable en un arco concreto. Esa es la pena aplicable una vez superado 
el análisis acerca de la concurrencia de los requisitos para apreciar la 
concurrencia de los elementos del tipo penal objeto de condena que es del 
asesinato, ya que ha sido condenado como autor de un delito de asesinato 
por alevosía y ensañamiento del artículo 139.1º y del artículo 140.1 1ª del 
Código Penal, y la pena que a ello corresponde es la impuesta de PPR. 
No hay, por ello, debate alguno acerca de proporcionalidad, o no, porque 
"esa" es la pena aplicable. Por ello, cuando se supera el debate ex art. 
849.1 LECRIM de subsunción de hechos probados en el tipo penal objeto 
de condena del art. 140.1 CP no puede hablarse de falta de 
proporcionalidad de la pena cuando la pena que le corresponde es esa y 
no otra a Existe la debida 
motivación de la pena ante la gravedad de los hechos y no cabe hablar de 
proporcionalidad en la pena en el delito del art. 140.1.1º CP, al tratarse 
de una cuestión de política criminal que el legislador ha previsto ante 
hechos de suma gravedad como el presente al recogerse entre los previstos 
en el art. 140.1 CP el objeto de la presente causa. Además, la STC 
169/2021, de 6 de octubre subraya que la pena de prisión permanente 
revisable no es desproporcionada y no vulnera por ello el derecho a la 
libertad personal del artículo 17.1 de la Constitución, ni el derecho a la 
legalidad penal del artículo 25.1 de la Constitución, pues el cumplimiento 
en centro penitenciario mínimo de 25 años -y de 28, 30 y 35 años en casos 
especiales de pluralidad de condenas, terrorismo y organización criminal- 
constituye una respuesta penal que no excede de manera manifiesta la 
prevista en otros supuestos de delincuencia grave. Tampoco se vulneran los 
principios de reeducación y reinserción social proclamados como 
principios orientadores de la ejecución de las penas privativas de libertad 
en el artículo 25.2 de la Constitución, porque su cumplimiento se verificará 
conforme a los parámetros de la Ley Orgánica General Penitenciaria (RCL 
1979, 2382) , y su normativa de desarrollo, que establecen un sistema 
individualizado en el que el tratamiento y el régimen penitenciario que se 
aplican al condenado se adaptan en todo momento a sus circunstancias 
personales y a su evolución personal. De esta manera se cumplen los 
estándares europeos sobre el tratamiento que debe dispensarse a los 
condenados a penas perpetuas o de larga duración. Además, como recoge 



la doctrina si atendemos al Derecho penal comparado la mayoría de ellos 
tienen la figura de la pena permanente revisable inserta en su legislación  

 
 El motivo se desestima. 
 
 VIGESIMO SEGUNDO.- Motivo Séptimo del Recurso de 

Apelación.- - El séptimo motivo del 
Recurso denuncia, al amparo de lo dispuesto en el artículo 846 bis c). b) de 
la LECrim, la infracción del principio general non bis in idem en la 
aplicación conjunta de los artículos 139.1, en sus posibles apartados 1ª 2ª 
y 3ª con el 140.1.2ª del Código Penal. El motivo es de corte estrictamente 
jurídico (incluso diríamos jurídico-interpretativo), justificándolo la parte 
apelante en los siguientes extremos: que la aplicación conjunta del 140.1.2 
y el 139.1ª a 3ª vulnera el principio non bis in idem; que se apela a los fines 
de la ley y a la coherencia interna del propio ordenamiento legal, 
presumiendo que, en palabras del propio Tribunal Supremo, «la ley quiere 
evitar resultados irracionales poco o nada comprensibles»; que cabría 
preguntarse si se puede construir un asesinato en exclusiva sobre las 
circunstancias del art. 139 y posteriormente hiperagravarlo por la 
circunstancia 2ª del art. 140 (hecho subsiguiente a un delito contra la 
libertad sexual) teniendo en cuenta además la grave consecuencia jurídica 
que se derivaría de ello; que la aplicación simultánea de ambas erosiona el 
principio non bis in idem y, por ello, se hace necesaria una interpretación 
restrictiva de tal aplicación; que, a este fin, ha de apelarse al voto particular 
de la Sentencia del Tribunal Supremo 418/2.020, de 21 de Julio de 2.020, 
que la finalidad autoencubridora es naturalmente inherente al hecho descrito 
en el art. 140.1.2, esto es, que lo normal en estos supuestos de hecho es que 
se dé una aparición conjunta, lo que lleva a pensar que hay que negar la 
doble punición; y que la identidad de fundamento lleva a afirmar la 
imposibilidad de concurrencia simultánea en un mismo hecho; esto es, no 
existiendo fundamento diferenciado ni aumento del desvalor o la 
antijuridicidad que separe el art 140.1.2ª del 139.1 a 4ª, consideran que 

la finalidad autoencubridora es naturalmente inherente al hecho descrito en 
el 140.1.2 lo que significa utilizar una única circunstancia para agravar 

 
 
 Este Tribunal, sin embargo, en modo alguno comparte el 

planteamiento que mantiene la parte apelante en este motivo de la 
Impugnación, que, además entendemos- no se complace con la Doctrina 
establecida por el Tribunal Supremo en la Sentencia que se cita en esta sede 
recursiva (418/2.020, de 21 de Julio de 2.020) a la que, a continuación, se 
hará referencia; no vulnerando la Sentencia recurrida el principio non bis in 



idem, tal y como acertadamente motivó el Magistrado-Presidente del 
Tribunal del Jurado en la expresada Resolución. 

 
 Ciertamente, la Ley Orgánica 1/2.015, de 30 de Marzo, introdujo 

una notable modificación en el delito de asesinato. Este delito se regula en 
1. Será castigado 

con la pena de prisión de quince a veinticinco años, como reo de asesinato, 
el que matare a otro concurriendo alguna de las circunstancias siguientes: 

1.ª Con alevosía. 
2.ª Por precio, recompensa o promesa. 
3.ª Con ensañamiento, aumentando deliberada e inhumanamente el 

dolor del ofendido. 
4.ª Para facilitar la comisión de otro delito o para evitar que se 

descubra. 
2. Cuando en un asesinato concurran más de una de las circunstancias 

previstas en el apartado anterior, se impondrá la pena en su mitad 
superior , el expresado precepto sanciona un tipo básico de 
asesinato (cuando concurra alguna de las cuatro circunstancias que 
contempla) y un tipo agravado (cuando concurran más de una de las 
referidas circunstancias). Por otra parte, el delito de asesinado experimenta 

los supuestos 
previstos en el artículo 140 del mismo Texto Legal, con la siguiente 

1. El asesinato será castigado con pena de prisión permanente 
revisable cuando concurra alguna de las siguientes circunstancias: 

1.ª Que la víctima sea menor de dieciséis años de edad, o se trate de una 
persona especialmente vulnerable por razón de su edad, enfermedad o 
discapacidad. 

2.ª Que el hecho fuera subsiguiente a un delito contra la libertad sexual 
que el autor hubiera cometido sobre la víctima. 

3.ª Que el delito se hubiera cometido por quien perteneciere a un grupo 
u organización criminal. 

2. Al reo de asesinato que hubiera sido condenado por la muerte de más 
de dos personas se le impondrá una pena de prisión permanente revisable. 
En este caso, será de aplicación lo dispuesto en la letra b) del apartado 1 
del artículo 78 bis y en la letra b) del apartado 2 del mismo artículo  

 
 Esta hiperagravación del delito de asesinato obedece a nuestro 

juicio- a razones de estricta política criminal, de tal modo que es voluntad 
del legislador sancionar con la pena privativa de libertad más grave de las 
establecidas en nuestra legislación penal, los supuestos de extrema 
gravedad, como es el que se ha sometido a nuestra consideración en el 
supuesto que examinamos; es decir, que el asesinato (que ya indica la 
concurrencia de alguna o algunas de la circunstancias previstas en el 



artículo 139 del Código Penal) sea un hecho (delito) subsiguiente  a un 
delito contra la libertad sexual, acreedor (y creemos que, además, con 
suficiente proporcionalidad en las circunstancias que envuelven el supuesto 
que examinamos) a la imposición de la referida pena privativa de libertad 
de tan relevante gravedad (prisión permanente revisable). 

 
 No desconoce este Tribunal que, en orden a la cuestión ahora 

controvertida, se ha suscitado una reflexión doctrinal (y también 
jurisprudencial) que alcanza incluso a la oportunidad de la aplicación de 
esta pena, pero no en todos los supuestos, en la medida en que tan 
trascendente consecuencia penológica se impone cuando la gravedad del 
hecho exige que la proporcionalidad de la consecuencia punitiva determine 
la imposición de esta pena privativa de libertad (prisión permanente 
revisable); y según nuestro criterio- la única duda sobre la concurrencia 
del principio non bis in idem podría suscitarse cuando el delito de asesinato 
se construye exclusivamente con la circunstancia 4ª del artículo 139 del 
Código Penal (para facilitar la comisión de otro delito o para evitar que se 
descubra) y, al mismo tiempo, se aplica la circunstancia 2ª del apartado 1 
del artículo 140 del Código Penal (Que el hecho fuera subsiguiente a un 
delito contra la libertad sexual que el autor hubiera cometido sobre la 
víctima), que entendemos- determinó la ratio jurídica de la Sentencia del 
Tribunal Supremo 418/2.020, de 21 de Julio de 2.020, donde se excluyó la 
aplicación de la alevosía, pero se justificó la aplicación del artículo 140.1.2ª 
del Código Penal, en un supuesto de notable paralelismo al que ahora 
consideramos. No obstante, este óbice no concurre en el proceso que se está 
examinando porque el asesinato no se ha construido desde la circunstancia 
4ª del apartado 1 del artículo 139 del Código Penal (o, al menos, no 
exclusivamente, con esta circunstancia), sino también con las circunstancias 
1ª (con alevosía) y 3ª (con ensañamiento, aumentando deliberada e 
inhumanamente el dolor del ofendido), por lo que como ya se ha 
adelantado- en ningún caso se ha visto infringido el principio non bis in 
idem. 

 
 VIGESIMO TERCERO.- En este sentido, el Tribunal Supremo, 

Penal Sección 1, en la referida Sentencia de fecha 21 de Julio de 2.020, 
Suprimida la alevosía deberemos apreciar, sin 

embargo, la agravación por abuso de superioridad. Es homogénea y así lo 
hemos declarado en numerosos precedentes. Para su apreciación 
sobrevenida no existe obstáculo derivado del derecho a ser informado de 
la acusación. Decíamos en la STS 555/2015, 28 de septiembre, que «... 
ningún riesgo existe de quiebra del principio acusatorio. La homogeneidad 
entre las agravantes de alevosía (art.22.1 CP ) y abuso de superioridad ( 
art. 22.2 CP ) ha sido reiteradamente proclamada por esta Sala. En efecto, 



como ya hemos apuntado en la STS 850/2007, 18 de octubre, con cita de la 
STS 600/2005, 10 de mayo, la jurisprudencia se ha pronunciado a favor de 
la homogeneidad, desde la perspectiva del principio acusatorio, entre las 
agravantes de alevosía y abuso de superioridad. La STS 1458/2004, 10 de 
diciembre, afirmó que no se había vulnerado el principio acusatorio, al 
tratarse la agravante finalmente apreciada por el Tribunal de una 
circunstancia claramente homogénea con la alevosía, pues, en realidad, se 
trata de una alevosía imperfecta o alevosía menor ya que participa de la 
misma estructura que la agravante 1ª del art. 22 CP , pero sin llegar en sus 
consecuencias al mismo grado de indefensión y desamparo en que se sitúa 
a la víctima. De este modo ha sido reconocido por la jurisprudencia de esta 
Sala en multitud de sentencias, alguna de las cuales cita la recurrida, por 
ejemplo, la STS 357/2002, 4 de marzo , cuando declara que "aplicar tal 
agravante, cuando no ha sido pedida por las acusaciones que sí solicitaron 
la apreciación de la alevosía, no viola el principio acusatorio, pues esta 
última puede ser considerada a estos efectos, como una modalidad 
agravada de aquélla, un abuso de superioridad que no debilita la defensa 
del ofendido sino tiende a eliminarla". Igualmente la STS 1340/2000, 25 de 
julio, que excluye la alevosía pero aprecia el abuso de superioridad 
subrayando que "esta apreciación no produce indefensión alguna para el 
acusado, pues la imputación de alevosía recoge todos los elementos de 
hecho constitutivos de esta otra agravante de abuso de superioridad"». 6.- 
Los motivos quinto y sexto cuestionan, también desde la óptica de la 
presunción de inocencia, la condena por un delito de agresión sexual. Su 
eventual estimación acarrearía consecuencias ligadas a la tipificación de 
la acción de matar. En efecto, si se ha calificado como asesinato agravado 
es por la presencia de un delito contra la libertad sexual del que sería 
consecutiva la muerte ( art. 140.1.2ª CP). Más aún, descartada la alevosía, 
como efecto de la estimación del motivo cuarto, también la misma 
tipicidad como asesinato depende de comprobar que el homicidio 
perseguía ocultar una previa acción delictiva. 6.1.- Conviene 
primeramente hacer notar -en ello insiste la acusación particular al 
impugnar el recurso- que la sentencia no achaca al recurrente una agresión 
sexual consumada, sino sólo en grado de tentativa. Con ello se desmorona 
buena parte de los argumentos en que de forma infructuosa emplea el 
recurrente. Carece por ello de trascendencia el resultado negativo de los 
informes forenses y del Servicio de Biología de la Guardia Civil sobre 
restos reveladores de un acto sexual -motivo duodécimo-. No hay 
desarmonía alguna entre ese dato y los hechos que se dan como probados, 
tentativa de agresión sexual. El delito de agresión sexual exige el empleo 
de violencia o intimidación con finalidad de lesión de la libertad sexual. 
El primer tramo objetivo del delito está indudablemente acreditado: 
exhibición del arma, empleo de fuerza. Hay, por tanto, un inicio de 



ejecución capaz de integrar la tentativa Lo que cuestiona el recurrente es 
la presencia de propósito sexual: no habría prueba suficiente para alcanzar 
tal conclusión. La Sala no puede compartir ese razonamiento. El jurado ha 
contado con elementos de juicio sobrados para deducir de forma 
concluyente -prueba indiciaria- que ese era el ánimo que guiaba al 
acusado. Esos elementos indiciarios son muy elocuentes: a) antes abordó 
a tres mujeres. Alguna exteriorizó su íntima convicción de que le movía 
un propósito lascivo. Solo con una violenta oposición consiguió zafarse 
de él; b) el horario y lugar elegidos son congruentes con esa finalidad; c) 
no se alcanza a vislumbrar qué otro propósito podría impulsar al acusado 
en esa cuádruple acción: abordaje de cuatro mujeres. Tras frustrarse tres, 
el cuarto acaba con la muerte de la mujer casi desnuda; d) el lugar al que 
condujo a la víctima alimenta todavía más esa certeza; e) la desnudez de 
la víctima -bragas y mallas caídas, y despojada de la parte superior de la 
indumentaria- es dato más que elocuente. La excusa aducida para 
neutralizar el poderoso significado incriminatorio de este dato es tan 
legítima, desde la perspectiva del derecho de defensa, como insostenible: 
el forcejeo o el arrastre pudieron provocar el desprendimiento de esas 
prendas; f) fueron hallados restos biológicos del acusado en ropas de la 
víctima; g) también fueron hallados restos biológicos de la víctima en los 
calzoncillos del acusado; h) manifestaciones espontáneas del acusado en 
sede policial admitiendo que quería realizar el acto sexual con la víctima. 
El cuadro probatorio no deja margen para la duda. Solo desde la hipótesis 
dada como probada, todos los hechos adquieren plena coherencia. Fuera 
de esa hipótesis no es explicable la acción de abordar y luego dar muerte 
a la víctima. No es tampoco asumible la alternativa sugerida por el 
recurrente sobre la aparición del propósito libidinoso con posterioridad a 
la muerte, lo que excluiría el delito de agresión sexual. Es evidente por el 
conjunto de elementos que era esa la finalidad que presidía su actuación. 
Un dolo sobrevenido, surgido cuando ya -sin saberse por qué- se ha dado 
muerte a la víctima, es algo descartable por insólito. El motivo ha de ser 
rechazado. La desestimación de la petición principal de estos motivos hace 
decaer igualmente los motivos décimo tercero y décimo cuarto. 6.2.- El 
problema que aparece a continuación está insinuado en motivos 
anteriores e implícito en los motivos décimo tercero y décimo cuarto. 
Cobra una nueva dimensión -no captada lógicamente por el recurso-, 
desde el momento en que hemos suprimido la agravación basada en la 
alevosía, lo que redefine la calificación como asesinato haciéndola 
depender, ahora de forma exclusiva, del número 4º del art. 139.1 del CP 
- homicidio perpetrado «... para facilitar la comisión de otro delito o para 
impedir que se descubra»-. La exclusión de la alevosía, razonada en el FJ 
5º al estimar el cuarto de los motivos hechos valer por el recurrente, hace 
descansar el asesinato sobre la reduplicada intencionalidad delictiva. Y es 



aquí donde hay que dar respuesta a uno de los problemas -no el único, 
desde luego- suscitados por la reforma operada por la LO 1/2015, 30 de 
marzo, que dio nueva redacción a la regulación histórica de los delitos 
contra la vida. Se trata, al fin y al cabo, de justificar una hiperagravación 
a partir de la intencionalidad que lleva al autor de acabar con la vida de 
la víctima para hacer posible u ocultar otro delito, en este caso, contra la 
libertad sexual. Esta Sala no ha sido ajena, en alguno de sus precedentes, 
a una línea doctrinal de intensa crítica al valorar los efectos jurídicos de 
la aplicación de la prisión permanente revisable. Hemos advertido de los 
inconvenientes acarreados por una decisión de política legislativa 
representada por la LO 1/2015, 30 de marzo, que implicaba -decíamos 
entonces- la resurrección de un denostado precedente legislativo que 
hundía sus raíces históricas en el código penal de 1848. Aludíamos también 
a la equívoca cobertura del derecho comparado, invocada por el legislador 
para justificar su reforma, que prescindía de otros datos que singularizan, 
frente al nuestro, algunos de esos modelos comparados (cfr. SSTS 
716/2018, 16 de enero y 5 de mayo de 2020, recaída en el recurso núm. 
10461/2019). En el presente caso, de lo que se trata es de dar respuesta al 
interrogante acerca de si la intencionalidad reduplicada que anima al 
autor puede justificar la imposición de la más grave de las penas previstas 
en nuestro sistema. Y hacerlo sin erosionar los principios que informan la 
aplicación del derecho penal. El legislador convierte el homicidio en 
asesinato y castiga éste con la pena de prisión de 15 a 25 años cuando la 
muerte se ejecuta para facilitar la comisión de otro delito o para evitar 
que se descubra (arts. 138.1 y 139.1.4 CP). Pero impone la pena de prisión 
permanente revisable cuando la muerte fuera subsiguiente a un delito 
contra la libertad sexual que el autor hubiera cometido sobre la víctima 
(art. 140.1.2 CP). La controversia, desde luego, está presente en el análisis 
de una reforma que aborda con trazo grueso la regulación de uno de los 
delitos más graves de nuestro sistema penal. El tono crítico frente a las 
carencias técnicas de la reforma campea en buena parte de las 
aportaciones dogmáticas sobre la materia. Voces autorizadas han llamado 
la atención acerca de la desproporción que late en el juego combinado de 
esos preceptos. La agravación no obedecería a un mayor contenido de 
injusto, ni a un juicio de reproche formulado en estrictos términos jurídicos. 
Se trataría, por el contrario, de abrir la puerta al derecho penal de autor 
que convierte el reproche moral en el débil sostén de una injustificada 
agravación. Estaríamos en presencia, además, de una defectuosa técnica 
legislativa que manosea la prohibición del bis in idem, con una errónea 
delimitación de los tipos penales, en la medida en que si la muerte es 
subsiguiente a la agresión sexual, lo normal será que busque evitar su 
descubrimiento, circunstancia que, por sí sola, ya convierte el homicidio en 
asesinato del art. 139.1.4 del CP. Tampoco falta razón a quienes han puesto 



el acento en el contrasentido que representa el hecho de que la conversión 
del delito de homicidio en asesinato -por la vía del art. 139.1.4 del CP- ni 
siquiera matice la exasperación punitiva a la vista de la gravedad del delito 
que quiere cometerse o cuyo descubrimiento pretende evitarse. Y está 
cargada de lógica la queja derivada del hecho de que la prisión permanente 
revisable a que obliga el art. 140.1.2 del CP sea imponible, siempre y en 
todo caso, cuando la muerte fuera subsiguiente a un delito contra la 
libertad sexual, sin discriminar la distinta gravedad de los delitos acogibles 
bajo esa rúbrica. 6.3.- Nuestra aproximación al hecho justiciable, sin 
embargo, no puede tener como objeto terciar en una polémica doctrinal 
ni avalar los visibles defectos de técnica legislativa que están dificultando 
el juicio de subsunción. Desde esta perspectiva, el hecho probado da 
cuenta de cómo, mediante la exhibición de una navaja, el acusado   S.   
abordó a   C.    con la intención inicial de forzar su libertad sexual. 
Describe también que la activa oposición de la víctima impidió a su 
agresor consumar su propósito, «... aunque sí llegó a despojar, u obligar 
a la víctima a despojarse, del sujetador y la camiseta que vestía y consiguió 
bajarle hasta las rodillas las mallas y bragas». Ante la imposibilidad de 
mantener relaciones sexuales con   C.   , golpeó a ésta de forma repetida 
en la cara y la cabeza, propinándole varias puñaladas en el abdomen y en 
uno de los muslos con el arma que portaba. Finalmente, con el propósito 
de acabar con su vida le asestó varios pinchazos «... en la zona del cuello, 
uno de los cuales le seccionó la tráquea y varios vasos sanguíneos».   C.    
falleció como consecuencia de las heridas sufridas. El legislador ha 
querido agravar el homicidio cometido con la finalidad de ocultar un 
delito, convirtiéndolo en asesinato (arts. 139.1.4 CP). Al propio tiempo, 
ha considerado que entre todos los delitos susceptibles de comisión, si se 
trata de un delito contra la libertad sexual perpetrado contra la misma 
víctima, el asesinato se convierte en un tipo hiperagravado castigado con 
la pena de prisión permanente revisable (art. 140.1.2 CP). Es cierto -
venimos subrayándolo- que ambas decisiones de política legislativa no 
ofrecen una solución satisfactoria a numerosos supuestos de hecho 
imaginables. A todos ellos la Sala deberá dar respuesta conforme vayan 
suscitándose en futuros recursos de casación. Se entiende mal, por 
ejemplo, que la decisión agravatoria fundada en la naturaleza del bien 
jurídico menoscabado -en este caso, la libertad sexual- deje fuera de su 
ámbito ataques a la libertad deambulatoria seguidos de un delito contra 
la vida - piénsese, por ejemplo, en una detención ilegal o secuestro a la 
que subsigue la ejecución del secuestrado-. La Sala estima que, aun con 
las grietas que el legislador no ha sabido cubrir cuando ha querido dar 
forma a una decisión de política criminal, la agravación del art. 139.1.4 
del CP puede encontrar su justificación en la insoportable banalización 
de la vida humana, de la propia existencia, que el autor del hecho 



convierte en una realidad prescindible cuando se trata de facilitar la 
comisión de otro delito o de evitar que se descubra el que ya ha sido 
cometido.   S.   privó dolosamente de la vida a   C.    porque representaba 
un obstáculo para su patológica tranquilidad, al haber intentado, sin 
lograrlo, agredirla sexualmente, con el consiguiente riesgo de que fuera 
identificado por la víctima en su posterior denuncia. La necesidad de una 
protección reforzada de la vida como bien jurídico, en esas situaciones de 
especial peligro en las que el autor de un delito precedente está dispuesto 
a matar con tal de sortear el riesgo de ser descubierto, justifica la 
agravación. Se trata, por tanto, de castigar con mayor pena aquellos 
supuestos en los que la huida de la propia responsabilidad se persigue 
aun al precio de la muerte de otra persona. 6.4.- El asesinato previsto en 
el art. 139.1.4 del CP experimenta una especial agravación en aquellos 
casos en los que « el hecho fuera subsiguiente a un delito contra la 
libertad sexual que el autor hubiera cometido sobre la víctima» (art. 
140.1.2 CP). El legislador ha querido -también ahora con deficiente 
técnica y bordeando los límites impuestos por la proscripción del bis in 
idem- que el delito de asesinato cometido con vocación de impunidad, 
cuando es subsiguiente a un delito contra la libertad sexual, sea castigado 
con la máxima pena prevista en el Código Penal. Ha asociado la pena de 
prisión permanente revisable a la mayor reprochabilidad que representa 
la convergencia de un ataque prácticamente simultáneo a bienes jurídicos 
del máximo rango axiológico, la libertad sexual y la vida. De todos 
aquellos asesinatos cualificados por haber servido como instrumento 
para facilitar u ocultar un delito precedente, el legislador ha estimado 
que, si el delito inicial es un delito contra la libertad sexual, la respuesta 
penal sea la más severa. La Sala es consciente de que sólo una 
interpretación restrictiva de ese juego de preceptos tan mal combinados, 
puede ofrecer respuestas ajustadas a la gravedad del hecho y que no 
desborden la medida de la culpabilidad. Es previsible, por tanto, que la 
exacerbación punitiva que ha querido el legislador sea contemplada 
conforme a criterios restrictivos que descarten el riesgo de afectación del 
principio de proporcionalidad. Así, por ejemplo, una interpretación del 
vocablo subsiguiente a que se refiere el art. 140.1.2 del CP, que excluya 
paréntesis cronológicos especialmente abiertos entre el delito de asesinato 
y el delito que quiera encubrirse, podría estar más que justificada. Pero 
nada de esto acontece en el supuesto de hecho que nos ocupa. En el 
presente caso, el acusado   S.   ejecutó dos hechos secuencialmente unidos, 
con un dolo inicial de agredir sexualmente a   C.    y una voluntad 
sobrevenida de acabar con su vida ante el riesgo de ser identificado. El 
acusado cosificó a su víctima, la convirtió en un instrumento para su 
inmediata satisfacción sexual y cuando constató que no podía culminar 
su propósito y que podía ser descubierto, decidió matarla. El recurrente 



vio en   C.    la persona sobre la que podía volcar su incontrolada pulsión 
sexual y una vez se percató de que no podía satisfacer su propósito inicial, 
decidió matarla. La víctima sólo fue para su agresor un momentáneo 
instrumento de placer interrumpido que no merecía seguir viviendo . 

 
 El motivo se desestima. 
 
 VIGESIMO CUARTO. - Motivo Octavo del Recurso de 

Apelación.- De la aplicación de la circunstancia de Alevosía.- En el Octavo 
al amparo de lo 

dispuesto en el artículo 846 bis c). b) y e) de la LECrim, la infracción de 
precepto legal en la calificación jurídica y aplicación de la agravante de 
alevosía: causa de indefensión por inexistencia de prueba
apelante, en el expresado motivo, discute la concurrencia de la circunstancia 
de alevosía, que cualifica el asesinato, en base a las siguientes 
consideraciones: que no existen pruebas de su existencia, que los jurados 
no detallaron ninguna prueba para la concurrencia de esta particular 
agravante, que no existe prueba inequívoca acreditativa de que el actuar del 
acusado alcanzase la intensidad necesaria para colmar las exigencias 
normativas de la alevosía: no se acredita que la víctima estuviese totalmente 
impedida para defenderse ni que el momento y/o lugar donde 
supuestamente ocurrió su muerte fuere debidamente planificado al efecto, 
por lo que el único elemento objetivo para tal agravante se referiría a la 
complexión física del acusado, que los hechos ocurrieron en el devenir del 
momento, sin planificación y sin buscar situaciones que objetivamente 
condujeran a crear un escenario para asegurar tal finalidad, que por otra 
parte ni siquiera estaría determinada cómo se produce, por lo que 
difícilmente podría acreditarse que la misma fuera perfectamente planeada 
en torno a asegurar su propósito, y que solo era apreciable la diferencia de 
complexión física entre acusado y víctima, elemento subjetivo que no 
conformaba el tipo de la agravante de alevosía, pues el dolo del autor debía 

la defensa del acusado, eliminando así conscientemente el posible riesgo 
que pudiera suponer para su persona una eventual reacción defensiva de 

 
 
 En contra del criterio que mantiene la parte apelante -esbozado en 

el párrafo anterior-, en orden a la concurrencia en la muerte de          Esther          
de la circunstancia de alevosía,  no cabe duda de que el colegio de jurados, 
no solo la apreció más allá de toda duda razonable, sino que la justificó en 
términos admisibles, tal y como hemos significado respecto del alcance de 
la motivación que le es exigible a los jurados, completada, complementada 
y razonada de forma absolutamente atendible en los fundamentos de 



derecho de la Sentencia dictada por el Magistrado-Presidente del Tribunal 
del Jurado. En tal sentido, el colegio de jurados, en lo que ahora interesa, 
adoptó el siguiente veredicto: el acusado consiguió que Esther  le 
acompañara hasta la vivienda propiedad de su familia, sita en la                 calle                 
a unos 80 metros de distancia, que el acusado visitaba esporádicamente 
(unanimidad), que el acusado aprovechó su fortaleza física (unanimidad), 
que la muerte de Esther  se produjo en unas circunstancias tales que sus 
posibilidades de defenderse de Luis Mi estaban considerablemente 
disminuidas (unanimidad), y se justifica por los jurados en los siguientes 
términos es cita literal del acta objeto del veredicto-
era corpulento, estaban los dos solos en un sitio cerrado, con todas las 
ventanas y puertas cerradas, imposibilitando que pudiera pedir auxilio y la 
escucharan. Además, la llevó a una habitación interior con una ventana que 
daba a su propio patio. De esta manera hacía imposible la defensa de Esther 

 
 
 VIGESIMO QUINTO. - Para considerar justificado que, en la 

conducta del acusado cuando consuma la muerte de          Esther         , 
concurre la circunstancia de alevosía, se hace necesario concretar los 
requisitos que se exigen por la Jurisprudencia del Tribunal Supremo para su 
estimación. En este sentido, el Tribunal Supremo, en la Sentencia número 

De acuerdo al artículo 22.1 
del Código Penal (RCL 1995, 3170y RCL 1996, 777), hay alevosía cuando 
culpable comete cualquiera de los delitos contra las personas empleando 
en la ejecución medios, modos o formas que tiendan directa o 
especialmente aseguran, sin el riesgo que para su persona pudiera 
proceder de la defensa por parte del ofendido. La jurisprudencia ha 
incluido entre las modalidades de alevosía, la sorpresiva, cuando ataque 
se produce de modo súbito e inopinado, imprevisto, fulgurante o repentino, 
pues en estos casos se suprime la posibilidad de defensa por la víctima que 
no espera el ataque y, por lo tanto, no puede prepararse contra él en forma 
adecuada. Esta modalidad de alevosía es compatible con existencia de 
gestos defensivos abocados al fracaso por su ineficacia. Como modalidad 
de esta alevosía encontramos también la denominada alevosía doméstica, 
en la que como consecuencia de la convivencia se ha generado un clima de 
confianza, propio de la misma convivencia, en la que el sujeto pasivo no 
espera, y no teme, un ataque por parte de la persona con la que convive. 
También la proditoria, caracterizada por la acechanza, en que la seguridad 
de la ejecución y la indefensión de la víctima está proporcionada por la 
trampa, emboscada o celada, por el ataque a traición, en definitiva. 
Respecto a la alevosía por desvalimiento, dice la jurisprudencia que es 



aquella en la que el agente se aprovecha de una especial situación y 
desamparo de la víctima que impide cualquier reacción defensiva, como 
cuando se ataca a un niño o a una persona inconsciente. (SSTS 253/2016, 
de 31 de marzo (RJ 2016, 1154) y 27/2018, de 6 de junio), pero esta 
situación de desamparo ha de ser buscada con propósito para ejecutar el 
delito a salvo de cualquier defensa de la víctima (SSTS 1291/2011, de 25 
de noviembre (RJ 2011, 7352), y 639/2016 de 14 de julio (RJ 2016, 3568)). 
Como hemos dicho en reiterada jurisprudencia, por todas Sentencia 
81/2021, de 2 febrero (RJ 2021, 317), para aplicación de esta circunstancia 
cualificadora del asesinato, hay que atender no tanto el mecanismo 
concreto homicida, como el marco total de la acción. De no considerarlo 
así toda acción homicida, toda causación de una muerte, examinada desde 
la producción del resultado, sería alevoso en la medida en que resultado 
buscado se concreta. Es preciso describir en el hecho probado el 
mecanismo de la acción, la acechanza, el aprovechamiento generador de 
la indefensión. El relato fáctico es ciertamente escueto. El acusado había 
anunciado su intención de coger un cuchillo para matar a su víctima y, tal 
efecto, entra y sale dos veces de la cocina y es la segunda vez cuando coger 
cuchillo, se dirige a la víctima a la que clava el cuchillo cuando estaba 
sentada del sillón. Y el relato fáctico añade que la víctima podía haber 
huido, lo que no evitaría la concurrencia de la alevosía, aunque sí es 
indicativo de esa posibilidad ante el aviso de la muerte. Pero sobre todo, 
se afirma que el acusado no creó la situación de indefensión. Es preciso 
que la alevosía aparezca descrita en el hecho probado a través de una 
expresión indicativa de la acechanza, de la sorpresa o del quebranto de la 
convivencia, incluso el aprovechamiento de la situación de indefensión que 
sufre la víctima. En definitiva, se precisa la expresión de un hecho que 
explique el fundamento de la circunstancia agravatoria de la conducta, 
basado en la emboscada, en la sorpresa, en el abuso de una situación de 
confianza o en la situación de desvalimiento aprovechadas por el autor 

acuerdo a nuestra jurisprudencia fundar la alevosía en la situación de 
desvalimiento de la víctima que por su edad, su situación psicofísica u 
otra situación análoga está en una situación objetiva de indefensión pero 
se requiere que del relato fáctico resulte que el autor sea consciente y 
aproveche esa situación para la prosecución de su acción  

 
 El Tribunal Supremo (Sala de lo Penal, Sección 1ª), en la Sentencia 

número 263/2.009, de 18 de Marzo 2. Dispone el artículo 
22.1ª del Código Penal ( RCL 1995, 3170 y RCL 1996, 777) que es 
circunstancia agravante "ejecutar el hecho con alevosía" y que hay 
alevosía "cuando el culpable comete cualquiera de los delitos contra las 
personas empleando en la ejecución medios, modos o formas que tiendan 



directa o especialmente a asegurarla, sin el riesgo que para su persona 
pudiera proceder de la defensa por parte del ofendido" . Como recuerda la 
sentencia de esta Sala de 24-9-2003, nº 1214/2003 ( RJ 2003, 6483) , "de 
acuerdo con esta definición legal, para apreciar la alevosía, es necesario, 
en primer lugar, un elemento normativo consistente en que se trate de un 
delito contra las personas. En segundo lugar, que el autor utilice en la 
ejecución medios, modos o formas que han de ser objetivamente adecuados 
para asegurarla, mediante la eliminación de las posibilidades de defensa, 
sin que sea suficiente el convencimiento del sujeto acerca de su idoneidad. 
En tercer lugar, que el dolo del autor se proyecte no sólo sobre la 
utilización de los medios, modos o formas empleados, sino también sobre 
su tendencia a asegurar la ejecución y su orientación a impedir la defensa 
del ofendido, eliminando así conscientemente el posible riesgo que pudiera 
suponer para su persona una eventual reacción defensiva de aquél. Y en 
cuarto lugar, que se aprecie una mayor antijuridicidad en la conducta 
derivada precisamente del modus operandi , conscientemente orientado a 
aquellas finalidades ( STS núm. 1866/2002, de 7 noviembre ( RJ 2002, 
10074) )". De lo antes expuesto se entiende que la esencia de la alevosía 
se encuentra en la existencia de una conducta agresora que tienda 
objetivamente a la eliminación de la defensa, en cuanto supone el 
aseguramiento de la ejecución con ausencia de riesgo, frente al mero 
abuso de superioridad, que tiene presente una situación que tan solo 
tiende a debilitar la defensa que pudiera efectuarse. Como señalaba la 
STS núm. 1890/2001, de 19 de octubre ( RJ 2002, 402) , el núcleo de la 
alevosía se encuentra en el aniquilamiento de las posibilidades de 
defensa; o bien en el aprovechamiento de una situación de indefensión, 
cuyos orígenes son indiferentes ( STS núm. 178/2001, de 13 de febrero ( 
RJ 2001, 1256)). En cuanto a las modalidades, instrumentos o situaciones 
de que se valga el agente para asegurar el resultado excluyendo toda 
defensa y consiguiente riesgo para su persona, la doctrina de esta Sala 
distingue tres supuestos de asesinato alevoso: la llamada alevosía 
proditoria o traicionera, si se ejecuta el homicidio mediante trampa, 
emboscada o a traición del que aguarda y acecha; la alevosía sorpresiva, 
caracterizada por el ataque súbito, inesperado e imprevisto. Y la alevosía 
por desvalimiento en la que el agente se aprovecha de una especial 
situación y desamparo de la víctima que impide cualquier reacción 
defensiva, como cuando se ataca a un niño o a una persona inconsciente 
(por todas, SSTS de 24 de noviembre de 1995 ( RJ 1995, 8954) , 6 de octubre 
de 1997 ( RJ 1997, 7170) y de 24 de septiembre de 1999 ( RJ 1999, 6849) 
). 3. El factum de la sentencia de instancia, al que necesariamente hay que 
atender dado el cauce casacional seguido, relató que: "    C.    ... detuvo su 
vehículo en la    Calle     para hablar con    J. A.     , con quien mantenía 
una relación de noviazgo, y mientras hablaba con él (a través de teléfono 



móvil) ... el procesado... se la llevó , no habiendo quedado acreditado el 
medio utilizado para ello, a un lugar que tampoco ha podido ser 
determinado, donde , aprovechándose de la situación de miedo y terror que 
la misma tenía, con el fin de satisfacer sus deseos sexuales, la obligó a tener 
relaciones íntimas, penetrándola vaginalmente hasta que eyaculó en su 
interior" . Y sigue narrando que: "Con posterioridad, siguiendo    C.    
retenida a la fuerza por el procesado, bien en el mismo lugar, o bien en otro 
distinto, que tampoco ha podido ser acreditado, en hora no exactamente 
determinada, pero entre las tres y las cinco de la madrugada del día dos de 
marzo , al ser esta la fecha de la muerte, según el informe de los médicos 
forenses, encontrándose por detrás de su víctima y lateralizado un poco 
hacia su izquierda, con una bufanda tipo tubo ajustable con un cordón que 
llevaba en el cuello    C.    , tiro violentamente del mismo hasta producirle 
la muerte por asfixia mecánica, por estrangulación a lazo...". De tal 
descripción fáctica se deduce que el acusado que había conseguido la 
retención de su víctima -al menos- mediante amenazas, después de 
satisfacer sus deseos sexuales, cuando aquella se encontraba todavía 
absolutamente desvalida, colocándose a su espalda, le da muerte del modo 
descrito. Hay méritos, por tanto, para entender que la mujer no tenía 
medio alguno de defensa, frente a un varón físicamente más fuerte, 
extremadamente violento, que, además la atacó por la espalda. El motivo 
necesariamente ha de ser desestimado  

 
 Finalmente, en la Sentencia del Tribunal Supremo (Sala de lo 

Penal, Sección 1ª) número 320/2.023, de 8 de Mayo, se destaca lo siguiente: 
4. De la alevosía que cualifica el homicidio en asesinato del artículo 139.1 

CP nos dice el artículo 22.1 CP, que concurre "cuando el culpable comete 
cualquiera de los delitos contra las personas empleando en la ejecución 
medios, modos o formas que tiendan directa o especialmente a asegurarla, 
sin el riesgo que para su persona pudiera proceder de la defensa por parte 
del ofendido". A partir de esa definición legal, la jurisprudencia de esta 
Sala ha exigido para apreciar la alevosía, en primer lugar, un elemento 
normativo consistente en que se trate de un delito contra las personas. En 
segundo lugar, como requisito objetivo, que el autor utilice en la 
ejecución medios, modos o formas que han de ser objetivamente 
adecuados para asegurarla mediante la eliminación de las posibilidades 
de defensa, sin que sea suficiente el convencimiento del sujeto acerca de 
su idoneidad. En tercer lugar, en el ámbito subjetivo, que el dolo del autor 
se proyecte no sólo sobre la utilización de los medios, modos o formas 
empleados, sino también sobre su tendencia a asegurar la ejecución y su 
orientación a impedir la defensa de la persona ofendida, eliminando así 
conscientemente el posible riesgo que pudiera suponer para quien agrede 
una eventual reacción defensiva de aquella. Y en cuarto lugar, que se 



aprecie una mayor antijuridicidad en la conducta derivada precisamente 
del modus operandi, conscientemente orientado a aquellas finalidades ( 
SSTS 271/2018 de 6 de junio (RJ 2018, 2854) ; 636/2019 de 19 de diciembre 
(RJ 2019, 5491) , y las que en ellas se citan); 25/2009, de 22 de enero (RJ 
2009, 183) ; 37/2009, de 22 de enero (RJ 2009, 806) ; 172/2009, de 24 de 
febrero (RJ 2009, 450) ; 371/2009, de 18 de marzo (RJ 2009, 2445) ; 
854/2009, de 9 de julio; 1180/2010, de 22 de diciembre (RJ 2011, 27) ; 
998/2012, de 10 de diciembre (RJ 2013, 221) ; 1035/2012, de 20 de 
diciembre (RJ 2013, 474) ; 838/2014, de 12 de diciembre (RJ 2014, 6557) 
; 110/2015, de 14 de abril (RJ 2015, 1193) ; 253/2016 de 32(sic) de marzo 
(RJ 2016, 1154) ; 658/2021, de 3 de septiembre (RJ 2021, 4430) ; o 
23/2022, de 13 de enero (RJ 2022, 15) ). Recordábamos en la STS 23/2022, 
de 13 de enero (RJ 2022, 15) , rememorando a su vez la STS 253/2016, de 
31 de marzo (RJ 2016, 1154) , que en lo que concierne a las modalidades, 
instrumentos o situaciones de que se vale el agente para asegurar el 
resultado excluyendo toda defensa y el consiguiente riesgo para su persona, 
esta Sala ha distinguido tres supuestos de asesinato alevoso: la llamada 
alevosía proditoria o traicionera, si se ejecuta el homicidio mediante 
trampa, emboscada o a traición de quien aguarda y acecha. La alevosía 
sorpresiva, caracterizada por el ataque súbito, inesperado, repentino e 
imprevisto. Y la alevosía por desvalimiento, en la que el agente se 
aprovecha de una especial situación y desamparo de la víctima que impide 
cualquier reacción defensiva, como cuando se ataca a un niño o a una 
persona inconsciente  

 
 VIGESIMO SEXTO.- En atención a la Doctrina Jurisprudencial 

expuesta en el Fundamento de Derecho precedente, la modalidad de 
alevosía que se aprecia en el supuesto que examinamos es la alevosía por 
desvalimiento de la víctima, es decir, aquella en la que el agente se 
aprovecha de una especial situación de debilidad y desamparo de la víctima 
que impide cualquier reacción defensiva, sin que deba olvidarse que la 
alevosía puede no apreciarse en el momento inicial de la acción, sino 
después, lo que no desnaturaliza en modo alguno la cualificación. La 
víctima,          Esther         , se encontraba desprovista de defensa desde el 
momento inicial en el que entró en la vivienda propiedad de los familiares 
del acusado en la                 Calle                 , siendo absolutamente razonable 
la apreciación que, al efecto, efectúa el colegio de jurados cuando justifica 
la concurrencia de la circunstancia en el objeto del veredicto (ya expuesto) 
y el Magistrado-Presidente en los Fundamentos de Derecho de la Sentencia. 
En segundo lugar, la corpulencia del acusado (de fuerte complexión física) 
en relación con la de          Esther          (persona delgada, menuda) es 
exponente de una situación de superioridad física, que sobrepasa un mero 
abuso de superioridad teniendo en cuenta la forma en la que se desencadenó 



el fatal e indeseable acontecimiento criminal. Y, finalmente, destaca la 
proposición del acusado (que este Tribunal considera carente de 
verosimilitud) de convencer a Esther  para, en una hora absolutamente 
intempestiva (2,15 horas aproximadamente) de una noche-madrugada de 
verano (5 de Julio de 2.016), le acompañe a su vivienda para devolverle una 
cuna que Esther  prestó al acusado para que la usaran dos amigos que le 
habían visitado hacía tiempo con una niña de corta edad. Se trataba de una 
cuna de poco más de 10 kilogramos de peso, con ruedas, que podía haber 
devuelto el acusado a          Esther          sin necesidad de que, para esta 
devolución, Esther  tuviera que desplazarse a su domicilio y, desde luego, 
al no existir ningún tipo de inmediatez ni requerimiento urgente por parte 
de Esther , tampoco para hacerlo a la hora de la madrugada en la que se 
hizo. Esta situación revela la creación de un escenario de impunidad y de 
seguridad para el acusado con el fin de ejecutar su propósito criminal, en su 
propia vivienda, sin riesgos y eliminando cualquier posibilidad de defensa 
de la víctima, y de que pudiera demandar auxilio, con puertas y ventanas 
cerradas. Finalmente, la situación de absoluto desvalimiento se observa 
desde el momento en que el acusado terminó con la vida de Esther  después 
de haber perpetrado un violento ataque contra la libertad e indemnidad 
sexual de la víctima (agresión sexual con penetración y eyaculación), es 
decir, con una anulación absoluta de sus facultades de defensa, de la que el 
acusado se aprovechó, consumando con total impunidad, con absoluto 
desprecio a la dignidad humana y sin el menor riesgo para su vida el ataque 
fatal contra la vida de          Esther         . 

 
 El motivo se desestima 










































